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1. PROCEDIMIENTO EN MATERIA DE CONTRIBUCIONES. 

1.1. Transporte de mercancía e importaciones.  

 

El transporte de mercancías y la importación se vinculan en materia fiscal en la 

comisión de un ilícit penal. Se presume cometido el delito de contrabando cuando:  

I. Se descubran mercancías extranjeras sin la documentación aduanera que 

acredite que las mercancías se sometieron a los trámites previstos en la Ley 

Aduanera para su introducción al territorio nacional o para su internación de la 

franja o región fronteriza al resto del país. 

II. Se encuentren vehículos extranjeros fuera de una zona de veinte kilómetros 

en cualquier dirección contados en línea recta a partir de los límites extremos de la 

zona urbana de las poblaciones fronterizas, sin la documentación a que se refiere 

la fracción anterior. 

III. No se justifiquen los faltantes o sobrantes de mercancías que resulten al 

efectuarse la descarga de los medios de transporte, respecto de las consignadas 

en los manifiestos o guías de carga. 

IV. Se descarguen subrepticiamente mercancías extranjeras de los medios de 

transporte, aun cuando sean de rancho, abastecimiento o uso económico. 

V. Se encuentren mercancías extranjeras en tráfico de altura a bordo de 

embarcaciones en aguas territoriales sin estar documentadas. 

VI. Se descubran mercancías extranjeras a bordo de una embarcación en tráfico 

mixto, sin documentación alguna. 



VII. Se encuentren mercancías extranjeras en una embarcación destinada 

exclusivamente al tráfico de cabotaje, que no llegue a su destino o que haya 

tocado puerto extranjero antes de su arribo. 

VIII. No se justifique el faltante de mercancías nacionales embarcadas para tráfico 

de cabotaje. 

IX. Una aeronave con mercancías extranjeras aterrice en lugar no autorizado 

para el tráfico internacional.  

X. Las mercancías extranjeras se introduzcan a territorio nacional por lugar no 

autorizado para la entrada a territorio nacional o la salida del mismo. 

XI. Las mercancías extranjeras sujetas a tránsito internacional se desvíen de las 

rutas fiscales o sean transportadas en medios distintos a los autorizados 

tratándose de transito interno o no arriben a la aduana de destino o de salida 

treinta días después del plazo máximo establecido para ello. 

XII. Se pretenda realizar la exportación, el retorno de mercancías, el desistimiento 

de régimen o la conclusión de las operaciones de transito, en el caso de que se 

presente el pedimento sin las mercancías correspondientes en la aduana de 

salida, siempre que la consumación de tales conductas hubiere causado un 

perjuicio al Fisco Federal. 

XIII. Las mercancías de comercio exterior destinadas al régimen aduanero de 

depósito fiscal no arriben al almacén general de depósito que hubiera expedido la 

carta de cupo para almacenar dicha mercancía o a los locales autorizados. 

XIV. Los pilotos omitan presentar las aeronaves en el lugar designado por las 

autoridades aduaneras para recibir la visita de inspección de la autoridad 

aduanera, o las personas que presten los servicios de mantenimiento y custodia 

de aeronaves que realicen el transporte internacional no regular omitan requerir 

la documentación que compruebe que la aeronave recibió la visita de inspección o 

no la conserven por el plazo de cinco años. 

XV. Se realicen importaciones temporales de conformidad con el artículo 108 de la 

Ley Aduanera sin contar con programas de maquila o de exportación autorizados 

por la Secretaría de Economía, de mercancías que no se encuentren amparadas 

en los programas autorizados; se importen como insumos mercancías que por 



sus características de producto terminado ya no sean susceptibles de ser 

sometidas a procesos de elaboración, transformación o reparación siempre que la 

consumación de tales conductas hubiere causado un perjuicio al Fisco Federal; se 

continúe importando temporalmente la mercancía prevista en un programa de 

maquila o de exportación cuando este ya no se encuentra vigente o cuando se 

continúe importando temporalmente la mercancía prevista en un programa de 

maquila o de exportación de una empresa que haya cambiado de denominación o 

razón social, se haya fusionado o escindido y se haya omitido presentar los avisos 

correspondientes en el registro federal de contribuyentes y en la Secretaría de 

Economía. 

XVI. Se reciba mercancía importada temporalmente de maquiladoras o empresas 

con programas de exportación autorizados por la Secretaría de Economía por 

empresas que no cuenten con dichos programas o teniéndolos la mercancía no se 

encuentre amparada en dichos programas o se transfiera mercancía importada 

temporalmente respecto de la cual ya hubiere vencido su plazo de importación 

temporal. 

XVII. No se acredite durante el plazo a que se refiere el artículo 108, fracción I de 

la Ley Aduanera que las mercancías importadas temporalmente por maquiladoras 

o empresas con programas de exportación autorizados por la Secretaría de 

Economía, fueron retornadas al extranjero, fueron transferidas, se destinaron a 

otro régimen aduanero o que se encuentran en el domicilio en el cual se llevará a 

cabo el proceso para su elaboración, transformación o reparación manifestado en 

su programa. 

XVIII. Se omita realizar el retorno de la mercancía importada temporalmente al 

amparo del artículo 106 de la Ley Aduanera. 

XIX. Declare en el pedimento como valor de la mercancía un monto inferior en un 

70 por ciento o más al valor de transacción de mercancías que hubiere sido 

rechazado y determinado conforme a los artículos 72, 73 y 78-A de la Ley 

Aduanera, salvo que se haya otorgado la garantía a que se refiere el artículo 86-A, 

fracción I de la Ley aduanera, en su caso. 



No se presumirá que existe delito de contrabando, si el valor de la mercancía 

declarada en el pedimento, proviene de la información contenida en los 

documentos suministrados por el contribuyente; siempre y cuando el agente o 

apoderado aduanal hubiesen cumplido estrictamente con todas las obligaciones 

que les imponen las normas en materia aduanera y de comercio exterior. 

XX. Declare inexactamente la descripción o clasificación arancelaria de las 

mercancías, cuando con ello se omita el pago de contribuciones y cuotas 

compensatorias, salvo cuando el agente o apoderado aduanal hubiesen cumplido 

estrictamente con todas las obligaciones que les imponen las normas en materia 

aduanera y de comercio exterior. 

Para los efectos de las fracciones XV y XVI antes expresadas, no será 

responsable el agente o apoderado aduanal, si la comisión del delito se originó por 

la omisión del importador de presentar al agente o apoderado aduanal la 

constancia de que cumplió con la obligación de presentar al Registro Federal de 

Contribuyentes los avisos correspondientes a una fusión, escisión o cambio de 

denominación social que hubiera realizado, así como cuando la comisión del delito 

se origine respecto de mercancías cuyo plazo de importación temporal hubiera 

vencido.1 

 

1.2. Devolución y de condonación de multas. 

 

Este punto temático se dividirá en dos partes: 

A) Devolución. 

Las autoridades fiscales devolverán las cantidades pagadas indebidamente y las 

que procedan conforme a las leyes fiscales. En el caso de contribuciones que se 

hubieran retenido, la devolución se efectuará a los contribuyentes a quienes se 

les hubiera retenido la contribución de que se trate. Tratándose de los impuestos 

indirectos, la devolución por pago de lo indebido se efectuará a las personas que 

hubieran pagado el impuesto trasladado a quien lo causó, siempre que no lo 

hayan acreditado; por lo tanto, quien trasladó el impuesto, ya sea en forma 

                                            
1 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN; Código Fiscal de la Federación; Artículo 103; C.D.; México; 2007.  



expresa y por separado o incluido en el precio, no tendrá derecho a solicitar su 

devolución. Tratándose de los impuestos indirectos pagados en la importación, 

procederá la devolución al contribuyente siempre y cuando la cantidad pagada no 

se hubiere acreditado.  

Lo dispuesto en el párrafo anterior, se aplicará sin perjuicio del acreditamiento de 

los impuestos indirectos a que tengan derecho los contribuyentes, de conformidad 

con lo dispuesto en las leyes que los establezcan. 

Cuando la contribución se calcule por ejercicios, únicamente se podrá solicitar la 

devolución del saldo a favor cuando se haya presentado la declaración del 

ejercicio, salvo que se trate del cumplimiento de una resolución o sentencia firmes, 

de autoridad competente, en cuyo caso, podrá solicitarse la devolución 

independientemente de la presentación de la declaración. 

Si el pago de lo indebido se hubiera efectuado en cumplimiento de acto de 

autoridad, el derecho a la devolución en los términos de este artículo, nace 

cuando dicho acto se anule. Lo dispuesto en este párrafo no es aplicable a la 

determinación de diferencias por errores aritméticos, las que darán lugar a la 

devolución siempre que no haya prescrito la obligación en los términos del 

penúltimo párrafo de este artículo. 

Cuando en una solicitud de devolución existan errores en los datos contenidos en 

la misma, la autoridad requerirá al contribuyente para que mediante escrito y en un 

plazo de 10 días aclare dichos datos, apercibiéndolo que de no hacerlo dentro de 

dicho plazo, se le tendrá por desistido de la solicitud de devolución 

correspondiente. En este supuesto no será necesario presentar una nueva 

solicitud cuando los datos erróneos sólo se hayan consignado en la solicitud o en 

los anexos. Dicho requerimiento suspenderá el plazo previsto para efectuar la 

devolución, durante el período que transcurra entre el día hábil siguiente en que 

surta efectos la notificación del requerimiento y la fecha en que se atienda el 

requerimiento. 

Cuando se solicite la devolución, ésta deberá efectuarse dentro del plazo de 

cuarenta días siguientes a la fecha en que se presentó la solicitud ante la 

autoridad fiscal competente con todos los datos, incluyendo para el caso de 



depósito en cuenta, los datos de la institución financiera y el número de cuenta 

para transferencias electrónicas del contribuyente en dicha institución financiera 

debidamente integrado de conformidad con las disposiciones del Banco de 

México, así como los demás informes y documentos que señale el Reglamento del 

Código Fiscal del Federación; tratándose de contribuyentes que dictaminen sus 

estados financieros por contador público autorizado en los términos del artículo 

32-A del cuerpo de normas citado, el plazo para que las autoridades fiscales 

efectúen la devolución será de veinticinco días. Las autoridades fiscales, para 

verificar la procedencia de la devolución, podrán requerir al contribuyente, en un 

plazo no mayor de veinte días posteriores a la presentación de la solicitud de 

devolución, los datos, informes o documentos adicionales que considere 

necesarios y que estén relacionados con la misma.  

Para tal efecto, las autoridades fiscales requerirán al promovente a fin de que en 

un plazo máximo de veinte días cumpla con lo solicitado, apercibido que de no 

hacerlo dentro de dicho plazo, se le tendrá por desistido de la solicitud de 

devolución correspondiente. Las autoridades fiscales sólo podrán efectuar un 

nuevo requerimiento, dentro de los diez días siguientes a la fecha en la que se 

haya cumplido el primer requerimiento, cuando se refiera a datos, informes o 

documentos que hayan sido aportados por el contribuyente al atender dicho 

requerimiento. Para el cumplimiento del segundo requerimiento, el contribuyente 

contará con un plazo de diez días y le será aplicable el apercibimiento a que se 

refiere este párrafo.  

Cuando la autoridad requiera al contribuyente los datos, informes o documentos, 

antes señalados, el período transcurrido entre la fecha en que se hubiera 

notificado el requerimiento de los mismos y la fecha en que éstos sean 

proporcionados en su totalidad por el contribuyente, no se computará en la 

determinación de los plazos para la devolución antes mencionados. 

Cuando en la solicitud de devolución únicamente existan errores aritméticos en la 

determinación de la cantidad solicitada, las autoridades fiscales devolverán las 

cantidades que correspondan, sin que sea necesario presentar una declaración 

complementaria. Las autoridades fiscales podrán devolver una cantidad menor a 



la solicitada por los contribuyentes con motivo de la revisión efectuada a la 

documentación aportada.  

En este caso, la solicitud se considerará negada por la parte que no sea devuelta, 

salvo que se trate de errores aritméticos o de forma. En el caso de que las 

autoridades fiscales devuelvan la solicitud de devolución a los contribuyentes, se 

considerará que ésta fue negada en su totalidad. Para tales efectos, las 

autoridades fiscales deberán fundar y motivar las causas que sustentan la 

negativa parcial o total de la devolución respectiva. 

No se considerará que las autoridades fiscales inician el ejercicio de sus 

facultades de comprobación, cuando soliciten los datos, informes, y documentos, a 

que se refiere el sexto párrafo anterior, pudiendo ejercerlas en cualquier momento. 

El fisco federal deberá pagar la devolución que proceda actualizada conforme a 

lo previsto en el artículo 17-A del Código Fiscal de la Federación, desde el mes en 

que se realizó el pago de lo indebido o se presentó la declaración que contenga el 

saldo a favor y hasta aquél en el que la devolución esté a disposición del 

contribuyente. Para el caso de depósito en cuenta, se entenderá que la devolución 

está a disposición del contribuyente a partir de la fecha en que la autoridad efectúe 

el depósito en la institución financiera señalada en la solicitud de devolución. 

Cuando en el acto administrativo que autorice la devolución se determinen 

correctamente la actualización y los intereses que en su caso procedan, 

calculados a la fecha en la que se emita dicho acto sobre la cantidad que 

legalmente proceda, se entenderá que dicha devolución está debidamente 

efectuada siempre que entre la fecha de emisión de la autorización y la fecha en la 

que la devolución esté a disposición del contribuyente no haya trascurrido más de 

un mes.  

En el supuesto de que durante el mes citado se dé a conocer un nuevo índice 

nacional de precios al consumidor, el contribuyente tendrá derecho a solicitar la 

devolución de la actualización correspondiente que se determinará aplicando a la 

cantidad total cuya devolución se autorizó, el factor que se obtenga conforme a lo 

previsto en el artículo 17-A del Código citado, restando la unidad a dicho factor. El 

factor se calculará considerando el periodo comprendido desde el mes en que se 



emitió la autorización y el mes en que se puso a disposición del contribuyente la 

devolución. 

El monto de la devolución de la actualización a que se refiere el párrafo anterior, 

deberá ponerse, en su caso, a disposición del contribuyente dentro de un plazo de 

cuarenta días siguientes a la fecha en la que se presente la solicitud de 

devolución correspondiente; cuando la entrega se efectúe fuera del plazo 

mencionado, las autoridades fiscales pagarán intereses que se calcularán 

conforme a lo dispuesto en el artículo 22-A del Código citado. Dichos intereses se 

calcularán sobre el monto de la devolución actualizado por el periodo 

comprendido entre el mes en que se puso a disposición del contribuyente la 

devolución correspondiente y el mes en que se ponga a disposición del 

contribuyente la devolución de la actualización. 

Cuando las autoridades fiscales procedan a la devolución de cantidades 

señaladas como saldo a favor en las declaraciones presentadas por los 

contribuyentes, sin que medie más trámite que el requerimiento de datos, informes 

o documentos adicionales a que se refiere el sexto párrafo de este artículo o la 

simple comprobación de que se efectuaron los pagos de contribuciones que el 

contribuyente declara haber hecho, la orden de devolución no implicará resolución 

favorable al contribuyente. Si la devolución se hubiera efectuado y no procediera, 

se causarán recargos en los términos del artículo 21 del Código citado, sobre las 

cantidades actualizadas, tanto por las devueltas indebidamente como por las de 

los posibles intereses pagados por las autoridades fiscales, a partir de la fecha de 

la devolución. 

La obligación de devolver prescribe en los mismos términos y condiciones que el 

crédito fiscal. Para estos efectos, la solicitud de devolución que presente el 

particular, se considera como gestión de cobro que interrumpe la prescripción, 

excepto cuando el particular se desista de la solicitud. 

La devolución podrá hacerse de oficio o a petición del interesado.2 

Cuando las personas por actos u omisiones propios reciban indebidamente 

subsidios, deberán reintegrar la cantidad indebidamente recibida, actualizada 
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conforme a lo dispuesto en el artículo 17-A del Código en comento. Además, 

deberán pagar recargos en los términos del artículo 21 del Código referido, sobre 

las cantidades actualizadas, indebidamente recibidas, que se calcularán a partir de 

la fecha en la que hayan recibido el subsidio y hasta la fecha en la que se 

devuelva al fisco federal la cantidad indebidamente recibida.  

Cuando una persona entregue indebidamente un subsidio, cuyo monto haya sido 

acreditado por dicha persona contra el pago de contribuciones federales, dicho 

acreditamiento será improcedente. 

Cuando sin tener derecho a ello se acredite contra el pago de contribuciones 

federales un estímulo fiscal o un subsidio, o se haga en cantidad mayor a la que 

se tenga derecho, las autoridades fiscales exigirán el pago de las contribuciones 

omitidas actualizadas y de los accesorios que correspondan. 

Los estímulos fiscales o subsidios sólo se podrán acreditar hasta el monto de los 

pagos de impuestos que efectivamente se deban pagar. Si el estímulo o subsidio 

es mayor que el importe de la contribución a pagar, sólo se acreditará el estímulo 

o subsidio hasta el importe del pago. 

Cuando por una contribución pagada mediante el acreditamiento de un estímulo 

fiscal o un subsidio, se presente una declaración complementaria reduciendo el 

importe de la contribución a cargo del contribuyente, sólo procederá la devolución 

de cantidades a favor cuando éstas deriven de un pago efectivamente realizado.3 

B) Condonación. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público podrá condonar las multas por 

infracción a las disposiciones fiscales, inclusive las determinadas por el propio 

contribuyente, para lo cual apreciará discrecionalmente las circunstancias del caso 

y, en su caso, los motivos que tuvo la autoridad que impuso la sanción.  

La solicitud de condonación de multas en los términos de este artículo, no 

constituirá instancia y las resoluciones que dicte la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público al respecto no podrán ser impugnadas por los medios de defensa 

que establece el Código multicitado. 

                                            
3 Ibídem; Artículo 25-A. 



La solicitud dará lugar a la suspensión del procedimiento administrativo de 

ejecución, si así se pide y se garantiza el interés fiscal. 

Sólo procederá la condonación de multas que hayan quedado firmes y siempre 

que un acto administrativo conexo no sea materia de impugnación.4 

Tratándose de contribuyentes que se encuentren sujetos a un procedimiento de 

concurso mercantil, las autoridades fiscales podrán condonar parcialmente los 

créditos fiscales relativos a contribuciones que debieron pagarse con anterioridad 

a la fecha en que se inicie el procedimiento de concurso mercantil, siempre que el 

comerciante haya celebrado convenio con sus acreedores en los términos de la 

Ley respectiva y de acuerdo con lo siguiente:   

I. Cuando el monto de los créditos fiscales represente menos del 60% del total de 

los créditos reconocidos en el procedimiento concursal, la condonación no 

excederá del beneficio mínimo de entre los otorgados por los acreedores que, no 

siendo partes relacionadas, representen en conjunto cuando menos el 50% del 

monto reconocido a los acreedores no fiscales.  

II. Cuando el monto de los créditos fiscales represente más del 60% del total de 

los créditos reconocidos en el procedimiento concursal, la condonación, 

determinada en los términos del inciso anterior, no excederá del monto que 

corresponda a los accesorios de las contribuciones adeudadas. 

La autorización de condonación deberá sujetarse a los requisitos y lineamientos 

que establezca el reglamento del Código referido.5 

 

1.3. Suspensión de procedimientos.  

 

Las autoridades fiscales deberán concluir la visita que se desarrolle en el domicilio 

fiscal de los contribuyentes o la revisión de la contabilidad de los mismos que se 

efectúe en las oficinas de las propias autoridades, dentro de un plazo máximo de 

doce meses contado a partir de que se notifique a los contribuyentes el inicio de 

las facultades de comprobación. 

                                            
4 Ibídem; Artículo 74. 
5 Ibídem; Artículo 146-B. 



Los plazos para concluir las visitas domiciliarias o las revisiones de gabinete 

a que se refiere el primer párrafo de este artículo, se suspenderán en los 

casos de: 

I. Huelga, a partir de que se suspenda temporalmente el trabajo y hasta que 

termine la huelga.  

II. Fallecimiento del contribuyente, hasta en tanto se designe al representante legal 

de la sucesión.  

III. Cuando el contribuyente desocupe su domicilio fiscal sin haber presentado el 

aviso de cambio correspondiente o cuando no se le localice en el que haya 

señalado, hasta que se le localice. 

IV. Cuando el contribuyente no atienda el requerimiento de datos, informes o 

documentos solicitados por las autoridades fiscales para verificar el cumplimiento 

de sus obligaciones fiscales, durante el periodo que transcurra entre el día del 

vencimiento del plazo otorgado en el requerimiento y hasta el día en que conteste 

o atienda el requerimiento, sin que la suspensión pueda exceder de seis meses. 

En el caso de dos o más solicitudes de información, se sumarán los distintos 

periodos de suspensión y en ningún caso el periodo de suspensión podrá exceder 

de un año. 

V. Tratándose de la fracción VIII del artículo anterior, el plazo se suspenderá a 

partir de que la autoridad informe al contribuyente la reposición del procedimiento. 

Dicha suspensión no podrá exceder de un plazo de dos meses contados a partir 

de que la autoridad notifique al contribuyente la reposición del procedimiento. 

Si durante el plazo para concluir la visita domiciliaria o la revisión de la 

contabilidad del contribuyente en las oficinas de las propias autoridades, los 

contribuyentes interponen algún medio de defensa en el país o en el extranjero 

contra los actos o actividades que deriven del ejercicio de sus facultades de 

comprobación, dichos plazos se suspenderán desde la fecha en que se 

interpongan los citados medios de defensa hasta que se dicte resolución definitiva 

de los mismos. 

Cuando las autoridades no levanten el acta final de visita o no notifiquen el oficio 

de observaciones, o en su caso, el de conclusión de la revisión dentro de los 



plazos mencionados, ésta se entenderá concluida en esa fecha, quedando sin 

efectos la orden y las actuaciones que de ella se derivaron durante dicha visita o 

revisión.6 

 

1.4.  Ofrecimiento y autorización de garantía y de solidaridad. 

 

A) Ofrecimiento y garantía. 

Los contribuyentes podrán garantizar el interés fiscal en alguna de las formas 

siguientes:  

I. Depósito en dinero, carta de crédito u otras formas de garantía financiera 

equivalentes que establezca la Secretaría de Hacienda y Crédito Público mediante 

reglas de carácter general que se efectúen en las cuentas de garantía del interés 

fiscal a que se refiere el artículo 141-A de este Código. 

II. Prenda o hipoteca. 

III. Fianza otorgada por institución autorizada, la que no gozará de los beneficios 

de orden y excusión. 

Para los efectos fiscales, en el caso de que la póliza de fianza se exhiba en 

documento digital, deberá contener la firma electrónica avanzada o el sello digital 

de la afianzadora. 

IV. Obligación solidaria asumida por tercero que compruebe su idoneidad y 

solvencia. 

V. Embargo en la vía administrativa. 

VI. Títulos valor o cartera de créditos del propio contribuyente, en caso de que se 

demuestre la imposibilidad de garantizar la totalidad del crédito mediante 

cualquiera de las fracciones anteriores, los cuales se aceptarán al valor que 

discrecionalmente fije la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

La garantía deberá comprender, además de las contribuciones adeudadas 

actualizadas, los accesorios causados, así como de los que se causen en los doce 

meses siguientes a su otorgamiento. Al terminar este periodo y en tanto no se 

cubra el crédito, deberá actualizarse su importe cada año y ampliarse la garantía 

                                            
6 Ibídem; Artículo 46-A. 



para que cubra el crédito actualizado y el importe de los recargos, incluso los 

correspondientes a los doce meses siguientes. 

El reglamento de este Código establecerá los requisitos que deberán reunir las 

garantías. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público vigilará que sean 

suficientes tanto en el momento de su aceptación como con posterioridad y, si no 

lo fueren, exigirá su ampliación o procederá al secuestro o embargo de otros 

bienes. 

En ningún caso las autoridades fiscales podrán dispensar el otorgamiento de la 

garantía. 

La garantía deberá constituirse dentro de los treinta días siguientes al en que surta 

efectos la notificación efectuada por la autoridad fiscal correspondiente de la 

resolución sobre la cual se deba garantizar el interés fiscal, salvo en los casos en 

que se indique un plazo diferente en otros preceptos de este Código. 

Conforme al artículo 135 de la Ley de Amparo, tratándose de los juicios de amparo 

que se pidan contra el cobro de las contribuciones y aprovechamientos, por los 

causantes obligados directamente a su pago, el interés fiscal se deberá asegurar 

mediante el depósito de las cantidades que correspondan ante la Tesorería de la 

Federación o la Entidad Federativa o Municipio que corresponda. 

En los casos en que de acuerdo con la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo se solicite ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa la suspensión contra el cobro de contribuciones o 

aprovechamientos, el interés fiscal se deberá asegurar mediante el depósito de las 

cantidades que se cobren ante la Tesorería de la Federación o la Entidad 

Federativa o Municipio que corresponda. 

Para los efectos del párrafo anterior, el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa no exigirá el depósito cuando se trate del cobro de sumas que, a 

juicio del Magistrado o Sala que deba conocer de la suspensión, excedan la 

posibilidad del solicitante de la misma, cuando previamente se haya constituido 

garantía ante la autoridad exactora, o cuando se trate de personas distintas de los 

causantes obligados directamente al pago; en este último caso, se asegurará el 



interés fiscal en los términos indicados en los primeros dos párrafos de este 

artículo.7 

Procede garantizar el interés fiscal, cuando:  

I. Se solicite la suspensión del procedimiento administrativo de ejecución, inclusive 

si dicha suspensión se solicita ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa en los términos de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo. 

II. Se solicite prórroga para el pago de los créditos fiscales o para que los mismos 

sean cubiertos en parcialidades, si dichas facilidades se conceden 

individualmente. 

III. Se solicite la aplicación del producto en los términos del artículo 159 del Código 

Fiscal de la Federación. 

IV. En los demás casos que señalen este ordenamiento y las leyes fiscales. 

No se otorgará garantía respecto de gastos de ejecución, salvo que el interés 

fiscal esté constituido únicamente por éstos.8 

No se ejecutarán los actos administrativos cuando se garantice el interés fiscal, 

satisfaciendo los requisitos legales. Tampoco se ejecutará el acto que 

determine un crédito fiscal hasta que venza el plazo de cuarenta y cinco días 

siguientes a la fecha en que surta efectos su notificación, o de quince días, 

tratándose de la determinación de cuotas obrero - patronales o de capitales 

constitutivos al seguro social. Si a más tardar al vencimiento de los citados plazos 

se acredita la impugnación que se hubiere intentado y se garantiza el interés fiscal 

satisfaciendo los requisitos legales, se suspenderá el procedimiento administrativo 

de ejecución.  

Cuando el contribuyente hubiere interpuesto en tiempo y forma el recurso de 

revocación o, en su caso, el procedimiento de resolución de controversias previsto 

en un tratado para evitar la doble tributación de los que México es parte, el plazo 

para garantizar el interés fiscal será de cinco meses siguientes a partir de la fecha 

en que se interponga cualquiera de los referidos medios de defensa, debiendo el 

interesado acreditar ante la autoridad fiscal que lo interpuso dentro de los cuarenta 

                                            
7 Ibídem; Artículo 141.   
8 Ibídem; Artículo 142. 



y cinco días siguientes a esa fecha, a fin de suspender el procedimiento 

administrativo de ejecución. 

Cuando en el medio de defensa se impugnen únicamente algunos de los créditos 

determinados por el acto administrativo, cuya ejecución fue suspendida, se 

pagarán los créditos fiscales no impugnados con los recargos correspondientes. 

Cuando se garantice el interés fiscal el contribuyente tendrá obligación de 

comunicar por escrito la garantía, a la autoridad que le haya notificado el crédito 

fiscal. 

Si se controvierten sólo determinados conceptos de la resolución administrativa 

que determinó el crédito fiscal, el particular pagará la parte consentida del crédito y 

los recargos correspondientes, mediante declaración complementaria y 

garantizará la parte controvertida y sus recargos. 

En el supuesto del párrafo anterior, si el particular no presenta declaración 

complementaria, la autoridad exigirá la cantidad que corresponda a la parte 

consentida, sin necesidad de emitir otra resolución. Si se confirma en forma 

definitiva la validez de la resolución impugnada, la autoridad procederá a exigir la 

diferencia no cubierta, con los recargos causados. 

No se exigirá garantía adicional si en el procedimiento administrativo de ejecución 

ya se hubieran embargado bienes suficientes para garantizar el interés fiscal o 

cuando el contribuyente declare bajo protesta de decir verdad que son los únicos 

que posee. En el caso de que la autoridad compruebe por cualquier medio que 

esta declaración es falsa podrá exigir garantía adicional, sin perjuicio de las 

sanciones que correspondan. En todo caso, se observará lo dispuesto en el 

segundo párrafo del artículo 141 del Código Fiscal de la Federación.9 

B) Solidaridad. 

Cuando las personas obligadas a presentar declaraciones, avisos y demás 

documentos no lo hagan dentro de los plazos señalados en las disposiciones 

fiscales, las autoridades fiscales exigirán la presentación del documento respectivo 

ante las oficinas correspondientes, procediendo en forma simultánea o sucesiva a 

realizar uno o varios de los actos siguientes:  

                                            
9 Ibídem; Artículo 144. 



I. Tratándose de la omisión en la presentación de una declaración periódica para 

el pago de contribuciones, ya sea provisional o del ejercicio, podrán hacer efectiva 

al contribuyente o responsable solidario que haya incurrido en la omisión, una 

cantidad igual a la contribución que hubiera determinado en la última o cualquiera 

de las seis últimas declaraciones de que se trate, o la que resulte para dichos 

periodos de la determinación formulada por la autoridad, según corresponda, 

cuando haya omitido presentar oportunamente alguna declaración subsecuente 

para el pago de contribuciones propias o retenidas. Esta cantidad a pagar tendrá 

el carácter de pago provisional y no libera a los obligados de presentar la 

declaración omitida. 

Cuando la omisión sea de una declaración de las que se conozca de manera 

fehaciente la cantidad a la que le es aplicable la tasa o cuota respectiva, la propia 

Secretaría podrá hacer efectiva al contribuyente, con carácter provisional, una 

cantidad igual a la contribución que a éste corresponda determinar, sin que el 

pago lo libere de presentar la declaración omitida. 

Si el contribuyente o responsable solidario presenta la declaración omitida antes 

de que se le haga efectiva la cantidad resultante conforme a lo previsto en esta 

fracción, queda liberado de hacer el pago determinado provisionalmente. Si la 

declaración se presenta después de haberse efectuado el pago provisional 

determinado por la autoridad, éste se disminuirá del importe que se tenga que 

pagar con la declaración que se presente.10 

 

1.5. Responsables solidarios. 

 

Son responsables solidarios con los contribuyentes:  

I. Los retenedores y las personas a quienes las leyes impongan la obligación de 

recaudar contribuciones a cargo de los contribuyentes, hasta por el monto de 

dichas contribuciones. 

II. Las personas que estén obligadas a efectuar pagos provisionales por cuenta del 

contribuyente, hasta por el monto de estos pagos. 

                                            
10 Ibídem; Artículo 41. 



III. Los liquidadores y síndicos por las contribuciones que debieron pagar a cargo 

de la sociedad en liquidación o quiebra, así como de aquellas que se causaron 

durante su gestión. 

No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando la sociedad en 

liquidación cumpla con las obligaciones de presentar los avisos y de proporcionar 

los informes a que se refiere el Código Fiscal de la Federación y su Reglamento. 

La persona o personas cualquiera que sea el nombre con que se les designe, que 

tengan conferida la dirección general, la gerencia general, o la administración 

única de las personas morales, serán responsables solidarios por las 

contribuciones causadas o no retenidas por dichas personas morales durante su 

gestión,  -esto también es aplicable al tema anterior- así como por las que 

debieron pagarse o enterarse durante la misma, en la parte del interés fiscal que 

no alcance a ser garantizada con los bienes de la persona moral que dirigen, 

cuando dicha persona moral incurra en cualquiera de los siguientes supuestos: 

a) No solicite su inscripción en el Registro Federal de Contribuyentes. 

b) Cambie su domicilio sin presentar el aviso correspondiente en los términos del 

Reglamento del Código Fiscal de la Federación, siempre que dicho cambio se 

efectúe después de que se le hubiera notificado el inicio del ejercicio de las 

facultades de comprobación previstas en el Código referido y antes de que se 

haya notificado la resolución que se dicte con motivo de dicho ejercicio, o cuando 

el cambio se realice después de que se le hubiera notificado un crédito fiscal y 

antes de que éste se haya cubierto o hubiera quedado sin efectos. 

c) No lleve contabilidad, la oculte o la destruya. 

IV. Los adquirentes de negociaciones, respecto de las contribuciones que se 

hubieran causado en relación con las actividades realizadas en la negociación, 

cuando pertenecía a otra persona, sin que la responsabilidad exceda del valor de 

la misma. 

V. Los representantes, sea cual fuere el nombre con el que se les designe, de 

personas no residentes en el país, con cuya intervención éstas efectúen 

actividades por las que deban pagarse contribuciones, hasta por el monto de 

dichas contribuciones. 



VI. Quienes ejerzan la patria potestad o la tutela, por las contribuciones a cargo de 

su representado. 

VII. Los legatarios y los donatarios a título particular respecto de las obligaciones 

fiscales que se hubieran causado en relación con los bienes legados o donados, 

hasta por el monto de éstos. 

VIII. Quienes manifiesten su voluntad de asumir responsabilidad solidaria – 

también aplicable al tema anterior-. 

IX. Los terceros que para garantizar el interés fiscal constituyan depósito, prenda o 

hipoteca o permitan el secuestro de bienes, hasta por el valor de los dados en 

garantía, sin que en ningún caso su responsabilidad exceda del monto del interés 

garantizado. 

X. Los socios o accionistas, respecto de las contribuciones que se hubieran 

causado en relación con las actividades realizadas por la sociedad cuando tenían 

tal calidad, en la parte del interés fiscal que no alcance a ser garantizada con los 

bienes de la misma, siempre que dicha sociedad incurra en cualquiera de los 

supuestos a que se refieren los incisos a), b) y c) de la fracción III de antes 

expresada, sin que la responsabilidad exceda de la participación que tenían en el 

capital social de la sociedad durante el periodo o a la fecha de que se trate. 

XI. Las sociedades que, debiendo inscribir en el registro o libro de acciones o 

partes sociales a sus socios o accionistas, inscriban a personas físicas o morales 

que no comprueben haber retenido y enterado, en el caso de que así proceda, el 

impuesto sobre la renta causado por el enajenante de tales acciones o partes 

sociales, o haber recibido copia del dictamen respectivo y, en su caso, copia de la 

declaración en la que conste el pago del impuesto correspondiente. 

XII. Las sociedades escindidas, por las contribuciones causadas en relación con la 

transmisión de los activos, pasivos y de capital transmitidos por la escindente, así 

como por las contribuciones causadas por esta última con anterioridad a la 

escisión, sin que la responsabilidad exceda del valor del capital de cada una de 

ellas al momento de la escisión. 

XIII. Las empresas residentes en México o los residentes en el extranjero que 

tengan un establecimiento permanente en el país, por el impuesto que se cause 



por el otorgamiento del uso o goce temporal de bienes y por mantener inventarios 

en territorio nacional para ser transformados o que ya hubieran sido transformados 

en los términos del artículo 1o. de la Ley del Impuesto al Activo, hasta por el 

monto de dicha contribución. 

XIV. Las personas a quienes residentes en el extranjero les presten servicios 

personales subordinados o independientes, cuando éstos sean pagados por 

residentes en el extranjero hasta el monto del impuesto causado. 

XV. La sociedad que administre o los propietarios de los inmuebles afectos al 

servicio turístico de tiempo compartido prestado por residentes en el extranjero, 

cuando sean partes relacionadas en los términos de los artículos 106 y 215 de la 

Ley del Impuesto sobre la Renta, hasta por el monto de las contribuciones que se 

omitan. 

XVI. (Se derogada) 

XVII. Los asociados, respecto de las contribuciones que se hubieran causado en 

relación con las actividades realizadas por el asociante mediante la asociación en 

participación, cuando tenían tal calidad, en la parte del interés fiscal que no 

alcance a ser garantizada por los bienes de la misma, siempre que la asociación 

en participación incurra en cualquiera de los supuestos a que se refieren los 

incisos a), b) y c) de la fracción III antes referida, sin que la responsabilidad 

exceda de la aportación hecha a la asociación en participación durante el periodo 

o a la fecha de que se trate.  

La responsabilidad solidaria comprenderá los accesorios, con excepción de las 

multas. Lo dispuesto en este párrafo no impide que los responsables solidarios 

puedan ser sancionados por actos u omisiones propios.11 

Cuando las autoridades fiscales soliciten de los contribuyentes, responsables 

solidarios o terceros, informes, datos o documentos o pidan la presentación de la 

contabilidad o parte de ella, para el ejercicio de sus facultades de comprobación, 

fuera de una visita domiciliaria, se estará a lo siguiente:  

                                            
11 Ibídem; Artículo 26. 



I. La solicitud se notificará al contribuyente de conformidad con lo establecido en el 

artículo 136 del Código Fiscal de la Federación, tratándose de personas físicas, 

también podrá notificarse en el lugar donde éstas se encuentren. 

II. En la solicitud se indicará el lugar y el plazo en el cual se debe proporcionar los 

informes o documentos. 

III. Los informes, libros o documentos requeridos deberán ser proporcionados por 

la persona a quien se dirigió la solicitud o por su representante. 

IV. Como consecuencia de la revisión de los informes, datos, documentos o 

contabilidad requeridos a los contribuyentes, responsables solidarios o terceros, 

las autoridades fiscales formularán oficio de observaciones, en el cual harán 

constar en forma circunstanciada los hechos u omisiones que se hubiesen 

conocido y entrañen incumplimiento de las disposiciones fiscales del contribuyente 

o responsable solidario. 

V. Cuando no hubiera observaciones, la autoridad fiscalizadora comunicará al 

contribuyente o responsable solidario, mediante oficio, la conclusión de la revisión 

de gabinete de los documentos presentados. 

VI. El oficio de observaciones a que se refiere la fracción IV antes expresda se 

notificará cumpliendo con lo señalado en la fracción I de este artículo y en el lugar 

especificado en esta última fracción citada. El contribuyente o el responsable 

solidario, contará con un plazo de veinte días, contados a partir del día siguiente al 

en que surta efectos la notificación del oficio de observaciones, para presentar los 

documentos, libros o registros que desvirtúen los hechos u omisiones asentados 

en el mismo, así como para optar por corregir su situación fiscal. Cuando se trate 

de más de un ejercicio revisado o cuando la revisión abarque además de uno o 

varios ejercicios revisados, fracciones de otro ejercicio, se ampliará el plazo por 

quince días más, siempre que el contribuyente presente aviso dentro del plazo 

inicial de veinte días. 

Se tendrán por consentidos los hechos u omisiones consignados en el oficio de 

observaciones, si en el plazo probatorio el contribuyente no presenta 

documentación comprobatoria que los desvirtúe. 



El plazo que se señala en el primero y segundo párrafos de esta fracción es 

independiente del que se establece en el artículo 46-A del Código en cita. 

VII. Tratándose de la revisión a que se refiere la fracción IV de este artículo, 

cuando ésta se relacione con el ejercicio de las facultades a que se refieren los 

artículos 215 y 216 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, el plazo a que se refiere 

la fracción anterior, será de dos meses, pudiendo ampliarse por una sola vez por 

un plazo de un mes a solicitud del contribuyente. 

En los casos a que se refiere el párrafo anterior, el contribuyente directamente o 

los representantes que designe, en los términos de la fracción IV del artículo 46 

del Código comentado, tendrán acceso a la información confidencial 

proporcionada u obtenida de terceros independientes, sujetándose a los términos 

y responsabilidades a que se refiere dicha fracción. 

VIII. Dentro del plazo para desvirtuar los hechos u omisiones asentados en el 

oficio de observaciones, a que se refieren las fracciones VI y VII, el contribuyente 

podrá optar por corregir su situación fiscal en las distintas contribuciones objeto de 

la revisión, mediante la presentación de la forma de corrección de su situación 

fiscal, de la que proporcionará copia a la autoridad revisora. 

IX. Cuando el contribuyente no corrija totalmente su situación fiscal conforme al 

oficio de observaciones o no desvirtúe los hechos u omisiones consignados en 

dicho documento, se emitirá la resolución que determine las contribuciones o 

aprovechamientos omitidos, la cual se notificará al contribuyente cumpliendo con 

lo señalado en la fracción I de este artículo y en el lugar especificado en dicha 

fracción. 

Para los efectos del primer párrafo de este artículo, se considera como parte de la 

documentación o información que pueden solicitar las autoridades fiscales, la 

relativa a las cuentas bancarias del contribuyente.12 

En el caso de que con motivo de sus facultades de comprobación, las autoridades 

fiscales soliciten éstos informes o documentos del contribuyente, responsable 

solidario o tercero, se estará a lo siguiente:  

Se tendrán los siguientes plazos para su presentación: 

                                            
12 Ibídem; Artículo 48. 



a) Los libros y registros que formen parte de su contabilidad, solicitados en el 

curso de una visita, deberán presentarse de inmediato, así como los diagramas y 

el diseño del sistema de registro electrónico, en su caso. 

b) Seis días contados a partir del día siguiente a aquel en que surta efectos la 

notificación de la solicitud respectiva, cuando los documentos sean de los que 

deba tener en su poder el contribuyente y se los soliciten durante el desarrollo de 

una visita.c) Quince días contados a partir del día siguiente a aquel en que surta 

efectos la notificación de la solicitud respectiva, en los demás casos. 

Los plazos a que se refiere este inciso, se podrán ampliar por las autoridades 

fiscales por diez días más, cuando se trate de informes cuyo contenido sea difícil 

de proporcionar o de difícil obtención.13 

 

1.6. Negativa ficta. 

 

La Negativa Ficta es una figura jurídica por virtud de la cual, ante la omisión de la 

autoridad de emitir una resolución de manera expresa, dentro de los plazos 

previstos por esta Ley o los ordenamientos jurídicos aplicables al caso concreto, 

se entiende que se resuelve lo solicitado por el particular, en sentido negativo.14 

En cambio, en materia administrativa federal que está regulada por la Ley Federal 

del Procedimiento Administrativo, la figura jurídica vigente en la “negativa ficta”, ya 

que así lo prescribe dicha ley en su artículo 17, que dice así: 

 

“(K) Salvo que en otra disposición legal o administrativa de 

carácter general se establezca otro plazo, no podrá exceder de 

tres meses el tiempo para que la dependencia u organismo 

descentralizado resuelva lo que corresponda. Transcurrido el 

plazo aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido 

negativo al promovente, a menos que en otra disposición legal o 

administrativa de carácter general se prevea lo contrario. A 

petición del interesado, se deberá expedir constancia de tal 

                                            
13 Ibídem; Artículo 53. 
14 Ley del Procedimiento Contencioso Administrativo del Distrito Federal; artículo 2;  



circunstancia dentro de los dos días hábiles siguientes a la 

presentación de la solicitud respectiva ante quien deba resolver; 

igual constancia deberá expedirse cuando otras disposiciones 

prevean que transcurrido el plazo aplicable la resolución deba 

entenderse en sentido positivo.  

En el caso de que se recurra la negativa por falta de resolución, y 

ésta a su vez no se resuelva dentro del mismo término, se 

entenderá confirmada en sentido negativo.”15 

 

Una interpretación de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sobre la negativa 

ficta es la siguiente: 

 

No. Registro: 173,542 

Tesis aislada 

Materia(s): Administrativa 

Novena Época 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

XXV, Enero de 2007 

Tesis: XXI.1o.P.A.66 A 

Página: 2271 

 

NEGATIVA FICTA. NO SE CONFIGURA SI SE NOTIFICA LA 

RESOLUCIÓN EXPRESA ANTES DE LA PRESENTACIÓN DE 

LA DEMANDA DE NULIDAD, CON INDEPENDENCIA DE QUE 

SE EXCEDA EL PLAZO DE TRES MESES PREVISTO EN EL 

ARTÍCULO 37 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 

                                            
15 CÁMARA DE DIPUTADOS DEL CONGRESO DE LA UNIÓN; Ley Federal del Procedimiento Administrativo; Artículo 17; ob. cit. 



De conformidad con el precepto citado, cuando la autoridad fiscal 

no resuelve una instancia o petición dentro del plazo de tres 

meses, el interesado queda facultado para adoptar cualquiera de 

las siguientes posturas: a) esperar que la resolución se emita, o b) 

considerar que la autoridad resolvió negativamente; quedando en 

este último caso, facultado para interponer los medios de defensa 

en cualquier tiempo posterior a dicho plazo, mientras no se 

pronuncie resolución expresa. Lo anterior significa que la 

oportunidad para impugnar la nulidad de una negativa ficta inicia 

al cumplirse tres meses sin respuesta, pero fenece cuando la 

resolución expresa se notifica, pues debe recordarse que lo que la 

norma pretende es evitar que el contribuyente permanezca en 

estado de incertidumbre. Por tanto, no es posible impugnar la 

nulidad de una negativa ficta antes que transcurra el lapso de tres 

meses sin respuesta, ni tampoco después de que el particular sea 

notificado de la resolución expresa, porque entonces queda en 

aptitud de impugnar la misma directamente, atacando sus propios 

fundamentos y motivos, sin necesidad de presumir que se ha 

resuelto en sentido contrario, por ser evidente que, esta última 

figura sólo opera ante la ausencia de resolución, 

independientemente del tiempo que demore su dictado. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y 

ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO. 

Revisión fiscal 168/2006. Administración Local Jurídica de Iguala. 

26 de octubre de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Xóchitl 

Guido Guzmán. Secretario: Miguel Ángel González Escalante. 

 



Las instancias o peticiones que se formulen a las autoridades fiscales deberán ser 

resueltas en un plazo de tres meses; transcurrido dicho plazo sin que se notifique 

la resolución, el interesado podrá considerar que la autoridad resolvió 

negativamente e interponer los medios de defensa en cualquier tiempo posterior a 

dicho plazo, mientras no se dicte la resolución, o bien, esperar a que ésta se dicte. 

El plazo para resolver las consultas a que hace referencia el artículo 34-A será de 

ocho meses. 

Cuando se requiera al promovente que cumpla los requisitos omitidos o 

proporcione los elementos necesarios para resolver, el término comenzará a 

correr desde que el requerimiento haya sido cumplido.16 

El demandante deberá adjuntar a su demanda:  

I. Una copia de la misma y de los documentos anexos para cada una de las 

partes. 

II. El documento que acredite su personalidad o en el que conste que le fue 

reconocida por la autoridad demandada, o bien señalar los datos de registro del 

documento con la que esté acreditada ante el Tribunal, cuando no gestione en 

nombre propio. 

III. El documento en que conste la resolución impugnada. 

IV. En el supuesto de que se impugne una resolución negativa ficta, deberá 

acompañar una copia en la que obre el sello de recepción de la instancia no 

resuelta expresamente por la autoridad. 

V. La constancia de la notificación de la resolución impugnada. 

VI. Cuando no se haya recibido constancia de notificación o la misma hubiere sido 

practicada por correo, así se hará constar en el escrito de demanda, señalando la 

fecha en que dicha notificación se practicó. Si la autoridad demandada al contestar 

la demanda hace valer su extemporaneidad, anexando las constancias de 

notificación en que la apoya, el Magistrado Instructor procederá conforme a lo 

previsto en el artículo 17, fracción V, de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo. Si durante el plazo previsto en el artículo 17 citado no se 
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controvierte la legalidad de la notificación de la resolución impugnada, se 

presumirá legal la diligencia de notificación de la referida resolución. 

VII. El cuestionario que debe desahogar el perito, el cual deberá ir firmado por el 

demandante. 

VIII. El interrogatorio para el desahogo de la prueba testimonial, el que debe ir 

firmado por el demandante en el caso señalado en el último párrafo del artículo 44 

de la Ley expresada con antelación. 

IX. Las pruebas documentales que ofrezca. 

Los particulares demandantes deberán señalar, sin acompañar, los documentos 

que fueron considerados en el procedimiento administrativo como información 

confidencial o comercial reservada. La Sala solicitará los documentos antes de 

cerrar la instrucción. 

Cuando las pruebas documentales no obren en poder del demandante o cuando 

no hubiera podido obtenerlas a pesar de tratarse de documentos que legalmente 

se encuentren a su disposición, éste deberá señalar el archivo o lugar en que se 

encuentra para que a su costa se mande expedir copia de ellos o se requiera su 

remisión, cuando ésta sea legalmente posible. Para este efecto deberá identificar 

con toda precisión los documentos y tratándose de los que pueda tener a su 

disposición, bastará con que acompañe copia de la solicitud debidamente 

presentada por lo menos cinco días antes de la interposición de la demanda. Se 

entiende que el demandante tiene a su disposición los documentos, cuando 

legalmente pueda obtener copia autorizada de los originales o de las constancias. 

Si no se adjuntan a la demanda los documentos a que se refiere este precepto, el 

Magistrado Instructor requerirá al promovente para que los presente dentro del 

plazo de cinco días. Cuando el promovente no los presente dentro de dicho plazo 

y se trate de los documentos a que se refieren las fracciones I a VI, se tendrá por 

no presentada la demanda. Si se trata de las pruebas a que se refieren las 

fracciones VII, VIII y IX, las mismas se tendrán por no ofrecidas. 

Cuando en el documento en el que conste la resolución impugnada a que se 

refiere la fracción III antes referida, se haga referencia a información confidencial 

proporcionada por terceros independientes, obtenida en el ejercicio de las 



facultades que en materia de operaciones entre partes relacionadas establece la 

Ley del Impuesto sobre la Renta, el demandante se abstendrá de revelar dicha 

información. La información confidencial a que se refiere la ley citada, no podrá 

ponerse a disposición de los autorizados en la demanda para oír y recibir 

notificaciones, salvo que se trate de los representantes a que se refieren los 

artículos 46, fracción IV, quinto párrafo y 48, fracción VII, segundo párrafo del 

Código Fiscal de la Federación.17 

El promovente deberá acompañar al escrito en que se interponga el recurso:  

I. Los documentos que acrediten su personalidad cuando actúe a nombre de otro 

o de personas morales, o en los que conste que ésta ya hubiera sido reconocida 

por la autoridad fiscal que emitió el acto o resolución impugnada o que se cumple 

con los requisitos a que se refiere el primer párrafo del artículo 19 del Código 

antes referido. 

II. El documento en que conste el acto impugnado. 

III. Constancia de notificación del acto impugnado, excepto cuando el promovente 

declare bajo protesta de decir verdad que no recibió constancia o cuando la 

notificación se haya practicado por correo certificado con acuse de recibo o se 

trate de negativa ficta. Si la notificación fue por edictos, deberá señalar la fecha 

de la última publicación y el órgano en que ésta se hizo. 

IV. Las pruebas documentales que ofrezca y el dictamen pericial, en su caso. 

Los documentos a que se refieren las fracciones anteriores, podrán presentarse 

en fotocopia simple, siempre que obren en poder del recurrente los originales. En 

caso de que presentándolos en esta forma la autoridad tenga indicios de que no 

existen o son falsos, podrá exigir al contribuyente la presentación del original o 

copia certificada. 

Cuando las pruebas documentales no obren en poder del recurrente, si éste no 

hubiere podido obtenerlas a pesar de tratarse de documentos que legalmente se 

encuentren a su disposición, deberá señalar el archivo o lugar en que se 

encuentren para que la autoridad fiscal requiera su remisión cuando ésta sea 

legalmente posible. Para este efecto deberá identificar con toda precisión los 
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documentos y, tratándose de los que pueda tener a su disposición, bastará con 

que acompañe la copia sellada de la solicitud de los mismos. Se entiende que el 

recurrente tiene a su disposición los documentos, cuando legalmente pueda 

obtener copia autorizada de los originales o de las constancias de éstos. 

La autoridad fiscal, a petición del recurrente, recabará las pruebas que obren en el 

expediente en que se haya originado el acto impugnado, siempre que el 

interesado no hubiere tenido oportunidad de obtenerlas. 

Cuando no se acompañe alguno de los documentos a que se refieren las 

fracciones anteriores, la autoridad fiscal requerirá al promovente para que los 

presente dentro del término de cinco días. Si el promovente no los presentare 

dentro de dicho término y se trata de los documentos a que se refieren las 

fracciones I a III, se tendrá por no interpuesto el recurso; si se trata de las pruebas 

a que se refiere la fracción IV, las mismas se tendrán por no ofrecidas.18 

 

1.7. Valuación de bienes.  

 

La base para enajenación de los bienes inmuebles embargados será el de avalúo 

y para negociaciones, el avalúo pericial, ambos conforme a las reglas que 

establezca el reglamento de este Código y en los demás casos, la que fijen de 

común acuerdo la autoridad y el embargado, en un plazo de seis días contados a 

partir de la fecha en que se hubiera practicado el embargo. A falta de acuerdo, la 

autoridad practicará avalúo pericial. En todos los casos, la autoridad notificará 

personalmente al embargado el avalúo practicado.  

El embargado o terceros acreedores que no estén conformes con la valuación 

hecha, podrán hacer valer el recurso de revocación a que se refiere la fracción II, 

inciso d) del artículo 117 del Código Fiscal de la Federación, dentro de los diez 

días siguientes a aquel en que surta efectos la notificación a que se refiere el 

párrafo anterior, debiendo designar en el mismo como perito de su parte a 

cualquiera de los valuadores señalados en el Reglamento del Código referido o 

alguna empresa o institución dedicada a la compraventa y subasta de bienes. 
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Cuando el embargado o terceros acreedores no interpongan el recurso dentro del 

plazo legal o haciéndolo no designen valuador o habiéndose nombrado perito por 

dichas personas, no se presente el dictamen dentro de los plazos a que se refiere 

el párrafo quinto de este artículo, se tendrá por aceptado el avalúo hecho por la 

autoridad. 

Cuando del dictamen rendido por el perito del embargado o terceros acreedores 

resulte un valor superior a un 10% al determinado conforme al primer párrafo de 

este artículo, la autoridad exactora designará dentro del término de seis días, un 

perito tercero valuador que será cualquiera de los señalados en el reglamento del 

Código en comento o alguna empresa o institución dedicada a la compraventa y 

subasta de bienes. El avalúo que se fije será la base para la enajenación de los 

bienes. 

En todos los casos a que se refieren los párrafos que anteceden, los peritos 

deberán rendir su dictamen en un plazo de 10 días si se trata de bienes muebles, 

20 días si son inmuebles y 30 días cuando sean negociaciones, a partir de la 

fecha de su aceptación.19 

 

1.8. Enajenación  de bienes (inexistencia). 

 

La enajenación de bienes embargados, procederá:  

I. A partir del día siguiente a aquel en que se hubiese fijado la base en los 

términos del artículo 175 del Código Fiscal de la Federación. 

II. En los casos de embargo precautorio a que se refiere el artículo 145 del Código 

referido, cuando los créditos se hagan exigibles y no se paguen al momento del 

requerimiento. 

III. Cuando el embargado no proponga comprador dentro del plazo a que se 

refiere la fracción I del artículo 192 del Código Fiscal de la Federación. 

IV. Al quedar firme la resolución confirmatoria del acto impugnado, recaída en los 

medios de defensa que se hubieren hecho valer.20 
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Salvo los casos que este Código autoriza, toda enajenación se hará en subasta 

pública que se llevará a cabo a través de medios electrónicos.  

La autoridad podrá ordenar que los bienes embargados se vendan en lotes o 

piezas sueltas.21 

A lo comentado, hay que tomar en este punto el contenido del artículo 175 del 

referido código señalado en el punto temático anterior 

El remate deberá ser convocado al día siguiente de haber quedado firme el 

avalúo, para que tenga verificativo dentro de los treinta días siguientes. La 

convocatoria se hará cuando menos diez días antes del inicio del período 

señalado para el remate y la misma se mantendrá en los lugares o medios en que 

se haya fijado o dado a conocer hasta la conclusión del remate.  

La convocatoria se fijará en el sitio visible y usual de la oficina ejecutora y en los 

lugares públicos que se juzgue conveniente. Además, la convocatoria se dará a 

conocer en la página electrónica de las autoridades fiscales. En la convocatoria se 

darán a conocer los bienes objeto del remate, el valor que servirá de base para su 

enajenación, así como los requisitos que deberán cumplir los postores para 

concurrir al mismo.22 

 

1.9. Índice nacional de precios al consumidor. 

 

Con la finalidad de tener la idea completa del índice nacional es procedente 

señalar tanto el relativo al consumidor como al productos. 

Índice nacional de precios al consumidor: 

Se define como el promedio ponderado de los bienes de un conjunto especifico de 

bienes y servicios consumidos por las familias, conocido como la canasta básica o 

de mercado, el cual es convertido a una serie de tiempo que relaciona los precios 

de un periodo con los precios de otro periodo. Las ponderaciones se basan en la 

importancia relativa que las familias asigna al gasto, de acuerdo al nivel de sus 

ingresos. 

Índice nacional de precios al productor: 
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Se define como el precio de los bienes y servicios que las empresas venden a 

otras empresas. Este precio se compone de un promedio ponderado de un 

conjunto de bienes y servicios en los mercados de mayoristas, convertido a una 

serie de tiempo. Los bienes considerados en este índice se dividen usualmente en 

dos categorías, ya sea de acuerdo a la etapa del proceso de producción (materias 

primas, materiales intermedios y bienes terminados) o de acuerdo a su esencia 

(duraderos o no duraderos).23 

 

1.10. Procedimiento en materia aduanera y de comercio exterior. 

 

Los particulares que obtengan concesión o autorización para prestar los servicios 

de manejo, almacenaje y custodia de mercancías de comercio exterior, deberán 

cumplir con los lineamentos y procedimientos que determinen las autoridades 

aduaneras para el control, vigilancia y seguridad del recinto fiscalizado y de las 

mercancías de comercio exterior, así como con lo siguiente:  

I. Garantizar anualmente, en los primeros quince días del mes de enero, el interés 

fiscal en una cantidad equivalente al valor promedio de las mercancías 

almacenadas durante el año de calendario anterior, o bien celebrar contrato de 

seguro que cubra dicho valor. En este último supuesto, el beneficiario principal 

deberá ser la secretaría, para que en su caso, cobre las contribuciones que se 

adeuden por las mercancías de comercio exterior. Una vez cubiertas las 

contribuciones correspondientes, el remanente quedará a favor del beneficiario. 

Lo anterior no será aplicable tratándose de almacenes generales de depósito. 

II. Destinar instalaciones para el reconocimiento aduanero de las mercancías, a 

las que únicamente tendrá acceso el personal que autoricen las autoridades 

aduaneras. Dichas instalaciones deberán reunir las especificaciones que señale el 

Servicio de Administración Tributaria y demás previstas en las disposiciones 

legales aplicables. Podrán construirse instalaciones comunes a varios almacenes 

para efectuar el citado reconocimiento. 
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III. Contar con cámaras de circuito cerrado de televisión, un sistema electrónico 

que permita el enlace con el del Servicio de Administración Tributaria, en el que 

lleve el control de inventarios, mediante un registro simultáneo de las operaciones 

realizadas, así como de las mercancías que hubieran causado abandono a favor 

del Fisco Federal. Mediante dicho sistema se deberá dar aviso a las autoridades 

aduaneras de la violación, daño o extravío de los bultos almacenados, así como 

de las mercancías que hubieran causado abandono. El Servicio de Administración 

Tributaria, mediante reglas establecerá los lineamientos para llevar a cabo el 

enlace de dicho sistema, así como los medios de control que aseguren el correcto 

manejo de la mercancía. 

IV. Prestar los servicios de manejo, almacenaje y custodia de las mercancías 

embargadas por las autoridades aduaneras o las que hayan pasado a propiedad 

del fisco federal, sin que en caso alguno el espacio que ocupen estas mercancías 

exceda del 20% de la capacidad volumétrica de almacenaje. Por estos servicios 

se cobrará una cuota igual a la que deban cubrir los particulares siempre que no 

sea superior a la cuota establecida en la Ley Federal de Derechos por los mismos 

servicios, cuando los preste la autoridad aduanera en los recintos fiscales. El pago 

de la cuota únicamente se efectuará mediante compensación contra el 

aprovechamiento a que se refiere la fracción VII más adelante detallada, sin que 

dé lugar a devolución. 

Cuando las mercancías no sean retiradas por causas imputables a las autoridades 

aduaneras, el servicio no se cobrará al particular afectado y la contraprestación no 

cobrada se podrá compensar contra el citado aprovechamiento. 

V. Permitir el almacenamiento gratuito de las mercancías, de conformidad con lo 

siguiente: 

a) En mercancías de importación, dos días, excepto en recintos fiscalizados que 

se encuentren en aduanas de tráfico marítimo, en cuyo caso el plazo será de cinco 

días. 

b) En mercancías de exportación, quince días, excepto minerales, en cuyo caso el 

plazo será de treinta días. 



Los plazos a que se refiere esta fracción se computarán en días hábiles a partir 

del día siguiente a aquél en que el almacén reciba las mercancías, 

independientemente de que hayan sido objeto de transferencia o transbordo. 

Tratándose de importaciones que se efectúen por vía marítima o aérea, el plazo 

se computará a partir del día en que el consignatario reciba la comunicación de 

que las mercancías han entrado al almacén. 

Durante el plazo en el que se permita el almacenamiento gratuito de las 

mercancías, solamente se pagarán el servicio de manejo de las mismas y las 

maniobras para el reconocimiento previo. 

VI. Permitir la transferencia de las mercancías de un almacén a otro, cuando se 

presente solicitud escrita del importador, exportador, consignatario o destinatario 

de las mismas, siempre que se hayan liquidado los cargos correspondientes al 

transportista, que aparezcan en el contrato de transporte respectivo y se 

acompañe la aceptación del almacén al cual vayan a ser transferidas. La 

transferencia se deberá realizar por el almacén que la haya aceptado. 

En los casos de transferencia de mercancías a que se refiere esta fracción, 

cuando el almacén que permita la transferencia haya efectuado la 

desconsolidación de las mercancías, los cargos por desconsolidación no podrán 

exceder del monto de los cargos que cobre el almacén respecto de las mercancías 

que sean objeto de desconsolidación y que permanezcan en dicho almacén. La 

transferencia y la desconsolidación únicamente procederán cuando se cumpla con 

los requisitos y controles que para tales efectos señale el Servicio de 

Administración Tributaria mediante reglas. No procederá el cobro de cargos 

adicionales por el solo hecho de permitir la transferencia de mercancías. 

VII. Pagar en las oficinas autorizadas un aprovechamiento del 5% de la totalidad 

de los ingresos obtenidos por la prestación de los servicios de manejo, almacenaje 

y custodia de las mercancías en el mes inmediato anterior, sin deducción alguna. 

El pago deberá efectuarse mensualmente dentro de los primeros quince días del 

mes siguiente a aquél al que corresponda el pago. 

De los aprovechamientos determinados mensualmente, podrán disminuirse los 

gastos efectuados por las obras que se realicen en las oficinas administrativas de 



la aduana y sus instalaciones complementarias, conforme a los programas que 

autorice el Servicio de Administración Tributaria, sin que pueda disminuirse el 

impuesto al valor agregado trasladado por la realización de dichas obras. Así 

mismo, podrá disminuir de dicho aprovechamiento las cantidades que aporten al 

fideicomiso constituido para el mejoramiento de los medios de informática y de 

control de las autoridades aduaneras. 

VIII. Guardar absoluta reserva de la información relativa a las mercancías que se 

encuentren en depósito ante la aduana y sólo la podrá proporcionar a las 

autoridades aduaneras. 

Cuando las personas que presten los servicios a que se refiere este artículo, 

destinen total o parcialmente el almacén para uso propio, el aprovechamiento a 

que se refiere la fracción VII de este artículo, deberá calcularse conforme a la 

proporción que la parte destinada para uso propio represente respecto del 

volumen total susceptible de almacenaje. En este caso, para determinar la base 

del aprovechamiento se estimarán los ingresos considerando el volumen de las 

mercancías almacenadas, el periodo de almacenaje y la tarifa que corresponda al 

propio almacén o a uno de características similares a éste que preste servicios al 

público en general en el mismo recinto fiscal. 

Procederá la revocación de la concesión o la cancelación de la autorización 

conforme al procedimiento previsto en el artículo 144-A de la Ley Aduanera, 

cuando se incumpla en más de dos ocasiones con alguna de las obligaciones 

establecidas en el primer párrafo y en las fracciones II, III, IV, V y VI de este 

artículo, en las fracciones VII y VIII del artículo 26 de la Ley referida.24 

Los pasajeros podrán optar por determinar y pagar las contribuciones por la 

importación o exportación de mercancías distintas de su equipaje, mediante el 

procedimiento simplificado, caso en el que aplicarán el factor que publique la 

secretaría, sobre el valor en aduana de las mercancías o sobre el valor comercial, 

según corresponda, utilizando la forma oficial aprobada por dicha dependencia. 

Este factor se calculará considerando la tasa prevista en el artículo 1o. de la Ley 

del Impuesto al Valor Agregado; la correspondiente a los derechos de trámite 
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aduanero y la mayor de las cuotas de las tarifas de las leyes de los impuestos 

generales de importación o de exportación, según se trate, sobre las bases 

gravables de las contribuciones mencionadas.  

No se podrá ejercer la opción a que se refiere el párrafo anterior, tratándose de 

mercancías que estén sujetas a regulaciones y restricciones no arancelarias, con 

excepción de las que señale la secretaría mediante reglas o que por su 

importación o exportación se causen además de las contribuciones antes citadas, 

otras distintas. El pasajero pagará las contribuciones correspondientes antes de 

accionar el mecanismo de selección automatizado. 

Las personas que realicen exportaciones o importaciones de mercancías cuyo 

valor no rebase al que se refiere la fracción IX del artículo 160 de la Ley Aduanera, 

podrán optar por determinar y pagar las contribuciones en los términos a que se 

refiere el primer párrafo de este artículo, cuando dichas mercancías no estén 

sujetas a regulaciones y restricciones no arancelarias o cuando por su importación 

o exportación no se causen además de las contribuciones antes citadas, otras 

distintas, siempre que presenten el pedimento correspondiente por conducto de 

agente o apoderado aduanal. En el caso a que se refiere este párrafo no será 

necesario clasificar arancelariamente las mercancías. 

Las importaciones o exportaciones de los pasajeros a que se refiere el artículo 50 

de la Ley Aduanera, no serán deducibles para los efectos de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta, cuando gocen de la franquicia a que se refiere el artículo 61, 

fracción VI de esta ley o cuando se opte por el procedimiento simplificado a que se 

refiere el primer párrafo del artículo 88 de la Ley Aduanera. Tampoco serán 

deducibles las importaciones y exportaciones que realicen las empresas de 

mensajería a través de agente o apoderado aduanal en aquellos pedimentos que 

utilicen el procedimiento simplificado que establezca la secretaría.25 

Las empresas podrán importar mercancías mediante el procedimiento de 

revisión en origen. Este procedimiento consiste en lo siguiente:  

I. El importador verifica y asume como ciertos, bajo su responsabilidad, los datos 

sobre las mercancías que le proporcione su proveedor, necesarios para elaborar 
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el pedimento correspondiente, mismos que deberá manifestar al agente o 

apoderado aduanal que realice el despacho. 

II. El agente o apoderado aduanal que realice el despacho de las mercancías 

queda liberado de cualquier responsabilidad, inclusive de las derivadas por la 

omisión de contribuciones y cuotas compensatorias o por el incumplimiento de las 

demás regulaciones y restricciones no arancelarias, cuando hubiera asentado 

fielmente en el pedimento los datos que le fueron proporcionados por el 

importador y conserve a disposición de las autoridades aduaneras el documento 

por medio del cual le fueron manifestados dichos datos. 

III. Cuando con motivo del reconocimiento aduanero, segundo reconocimiento, 

verificación de mercancías en transporte o visitas domiciliarias, las autoridades 

aduaneras determinen omisiones en el pago de las contribuciones y cuotas 

compensatorias que se causen con motivo de la importación de mercancías, se 

exigirá el pago de las mismas y de sus accesorios. En este caso no serán 

aplicables otras sanciones que por dichas omisiones se encuentren previstas en la 

Ley Aduanera o en el Código Fiscal de la Federación, a que puedan estar sujetos 

el importador o el agente o apoderado aduanal. 

IV. El importador deberá, además, pagar las contribuciones y cuotas 

compensatorias que, en su caso, resulten a su cargo conforme a lo señalado en el 

artículo 99 de la ley en comento. 

V. El importador podrá pagar espontáneamente las contribuciones y cuotas 

compensatorias que haya omitido pagar derivadas de la importación de 

mercancías importadas bajo el procedimiento previsto en este artículo. Dichas 

contribuciones actualizadas causarán recargos a la tasa aplicable para el caso de 

prórroga de créditos fiscales del mes de que se trate, siempre que dicho pago se 

realice dentro de los treinta días naturales siguientes a aquél en el que se hubiera 

efectuado la importación correspondiente.  

Si el pago se efectúa con posterioridad a dicho plazo, los recargos sobre las 

contribuciones actualizadas se causarán a la tasa que corresponda de acuerdo 

con el artículo 21 del Código Fiscal de la Federación. En ambos supuestos las 

contribuciones se actualizarán por el periodo comprendido entre el penúltimo mes 



anterior a aquél en que se omitió la contribución y el mes inmediato anterior a 

aquél en que se efectúe el pago. 

Las cuotas compensatorias causarán recargos a las tasas previstas en los dos 

supuestos del párrafo anterior, según se trate. 

VI. El importador deberá registrar ante el Servicio de Administración Tributaria a 

los agentes o apoderados aduanales y transportistas designados que operarán 

bajo este esquema. 

En el caso de que el pedimento presentado para el despacho de las mercancías 

de las empresas a que se refiere el presente artículo contenga datos inexactos, el 

agente o apoderado aduanal podrá rectificar los campos que a continuación se 

señalan, siempre que se presente el pedimento de rectificación, dentro del plazo a 

que se refiere el Reglamento. 

a) Número de la secuencia de la fracción en el pedimento. 

b) Fracción arancelaria. 

c) Clave de la unidad de medida de comercialización señalada en la factura 

correspondiente. 

d) Cantidad de mercancía conforme a la unidad de medida de comercialización. 

e) Clave correspondiente a la unidad de medida de aplicación de la TIGIE. 

f) Cantidad correspondiente conforme a la unidad de medida de la TIGIE. 

g) Descripción de las mercancías. 

h) Importe de precio unitario de la mercancía. 

i) Marcas, números de identificación y cantidad total de bultos.26 

 

1.11. Requisitos de comprobantes. 

 

Los comprobantes a que se refiere el artículo 29 del Código Fiscal de la 

Federación, además de los requisitos que el mismo establece, deberán reunir lo 

siguiente: 

I. Contener impreso el nombre, denominación o razón social, domicilio fiscal y 

clave del registro federal de contribuyentes de quien los expida. Tratándose de 

                                            
26 Ibídem; Artículo 98. 



contribuyentes que tengan más de un local o establecimiento, deberán señalar en 

los mismos el domicilio del local o establecimiento en el que se expidan los 

comprobantes. 

II. Contener impreso el número de folio. 

III. Lugar y fecha de expedición. 

IV. Clave del registro federal de contribuyentes de la persona a favor de quien se 

expida. 

V. Cantidad y clase de mercancías o descripción del servicio que amparen. 

VI. Valor unitario consignado en número e importe total consignado en número o 

letra, así como el monto de los impuestos que en los términos de las disposiciones 

fiscales deban trasladarse, desglosado por tasa de impuesto, en su caso. 

VII. Número y fecha del documento aduanero, así como la aduana por la cual se 

realizó la importación, tratándose de ventas de primera mano de mercancías de 

importación. 

VIII. Fecha de impresión y datos de identificación del impresor autorizado. 

IX. Tratándose de comprobantes que amparen la enajenación de ganado, la 

reproducción del hierro de marcar de dicho ganado, siempre que se trate de aquél 

que deba ser marcado. 

Los comprobantes autorizados por el Servicio de Administración Tributaria 

deberán ser utilizados por el contribuyente, en un plazo máximo de dos años, 

dicho plazo podrá prorrogarse cuando se cubran los requisitos que al efecto 

señale la autoridad fiscal de acuerdo a reglas de carácter general que al efecto se 

expidan. La fecha de vigencia deberá aparecer impresa en cada comprobante. 

Transcurrido dicho plazo se considerará que el comprobante quedará sin efectos 

para las deducciones o acreditamientos previstos en las Leyes fiscales. 

Los contribuyentes que realicen operaciones con el público en general, respecto 

de dichas operaciones deberán expedir comprobantes simplificados en los 

términos que señale el Reglamento de este Código. Dichos contribuyentes 

quedarán liberados de esta obligación cuando las operaciones con el público en 

general se realicen con un monedero electrónico que reúna los requisitos de 



control que para tal efecto establezca el Servicio de Administración Tributaria 

mediante reglas de carácter general.27 

Los contribuyentes deberán llevar los comprobantes a que se refiere el artículo 

29-A del código en talonario o bien expedirlos en original y copia. 

Cuando se opte por llevar talonarios, estos deberán estar empastados y foliados 

en forma consecutiva previamente a su utilización. La matriz contendrá los datos 

completos y el talón un extracto indicativo de los mismos. 

Si se opta por expedir los comprobantes en original y copia, éstos deberán estar 

foliados en forma consecutiva previamente a su utilización, debiendo conservar las 

copias empastándolas en su orden. Cuando se autorice la expedición de 

comprobantes por computadora se deberá cumplir con los requisitos que mediante 

reglas de carácter general dé a conocer la secretaría. 

Los contribuyentes que expidan los comprobantes a que se refiere la fracción I 

del artículo 37 del Reglamento del Código Fiscal de la Federación, deberán 

hacerlo siempre en original y copia, debiendo estar foliados en forma consecutiva 

previamente a su utilización, entregar la copia de los mismos al interesado y 

conservar los originales empastándolos en su orden. 

Cuando no se usaren en su totalidad los comprobantes o bien se recuperen como 

resultado de una devolución, se conservarán los sobrantes o devueltos anotando 

en ellos la palabra "cancelado" y la fecha de cancelación. 

Cuando las necesidades del contribuyente exijan el uso simultáneo de varias 

series de comprobantes, se utilizarán las que fueren necesarias, debiendo 

identificarlas adicionando consecutivamente letras a las series. 

Tratándose de donativos, los comprobantes respectivos deberán reunir los 

siguientes requisitos:  

I. Nombre, denominación o razón social, domicilio fiscal y clave del registro federal 

de contribuyentes del donatario. 

II. Lugar y fecha de expedición. 

III. Nombre, denominación o razón social y domicilio del donante y, en su caso, 

domicilio fiscal y clave del registro federal de contribuyentes. 

                                            
27 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN; Código Fiscal de la Federación; Artículo 29-A. 



IV. Cantidad y descripción de los bienes donados o, en su caso, el monto del 

donativo. 

V. El señalamiento expreso que amparan un donativo y que la donataria se obliga 

a destinar los bienes donados a los fines propios de su objeto social. Cuando el 

comprobante ampare la donación de bienes, deberá consignar la siguiente 

leyenda: "En el caso de que los bienes donados hayan sido deducidos 

previamente para los efectos del impuesto sobre la renta, este donativo no es 

deducible."28 

 

1.12. Dictamen  de los estados financieros  de personas  físicas y morales. 

 

Los contribuyentes obligados a dictaminar sus estados financieros, así como los 

contribuyentes que opten por hacerlo, deberán presentar la documentación a que 

se refiere el artículo 50 del Reglamento del Código Fiscal de la Federación, por sí 

mismos o por conducto del contador público registrado que haya elaborado el 

dictamen.  

Dicha presentación deberá efectuarse mediante el envío de documentos digitales 

a más tardar durante el mes de mayo del año inmediato posterior a la terminación 

del ejercicio fiscal de que se trate, de conformidad con las reglas de carácter 

general que emita el Servicio de Administración Tributaria y cumpliendo con los 

requisitos que en dichas reglas se establezcan. Tanto los contribuyentes como el 

contador público registrado deberán incorporar en los documentos digitales 

mencionados sus firmas digitales, de conformidad con las reglas de carácter 

general que establezca el Servicio de Administración Tributaria.  

Dicha presentación se efectuará mediante su envío a la dirección electrónica que 

en dichas reglas se señale. Los contribuyentes y el contador público registrado 

recibirán el acuse de recibo con sello digital en forma inmediata a la recepción por 

el Servicio de Administración Tributaria, previa validación que dicho órgano realice 

de la documentación a que se refiere este párrafo.  

                                            
28 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN; Legislación Fiscal y su Interpretación por el Poder Judicial de la Federación; 
Reglamento del Código Fiscal de la Federación; Artículo 40; C.D.; México; 2007. 



Los contribuyentes que presenten el dictamen durante el mes de mayo deberán 

realizar dicha presentación en las fechas que les correspondan de conformidad 

con el calendario que mediante reglas de carácter general emita el Servicio de 

Administración Tributaria a más tardar el 15 de abril del año en que deba 

efectuarse la presentación. 

Tratándose de sociedades controladoras que hubieren obtenido autorización para 

dictaminar su resultado fiscal consolidado, la documentación a que se refiere el 

primer párrafo de este artículo, deberá presentarse a más tardar el 12 de junio del 

año inmediato posterior a la terminación del ejercicio fiscal de que se trate. 

Cuando los contribuyentes estén obligados a presentar el dictamen de sus 

estados financieros con motivo de la liquidación de una sociedad, dicho 

dictamen se podrá presentar tanto por el ejercicio comprendido entre el 1 de enero 

del año de calendario en que ocurra la liquidación y la fecha en que se presente el 

aviso de liquidación, así como por el ejercicio en que la sociedad esté en 

liquidación. El dictamen de referencia deberá presentarse dentro de los tres 

meses siguientes a la presentación de la declaración que con motivo de la 

liquidación deba elaborarse para los efectos del impuesto sobre la renta. 

La presentación del dictamen y los documentos citados fuera de los plazos que 

prevé el Reglamento del Código Fiscal de la Federación, no surtirá efecto legal 

alguno.29 

Los contribuyentes a que se refiere el artículo anterior, deberán presentar lo 

siguiente:  

I. Carta de presentación del dictamen. 

II. Dictamen e informe sobre la revisión de la situación fiscal del contribuyente. 

III. Hoja electrónica de cálculo o sistema desarrollado para este objeto que 

contenga la información sobre los estados financieros básicos respecto de los 

cuales emite su dictamen, y los datos del cuestionario de autoevaluación inicial 

incluidos en las reglas de carácter general que para tal efecto expida la secretaría, 

así como lo siguiente: 
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a) Estados financieros básicos y las notas relativas a los mismos, en base a lo 

siguiente: 

1. Estado de posición financiera. 

2. Estado de resultados. 

3. Estado de variaciones de capital contable. 

4. Estado de cambios en la situación financiera en base a efectivo. 

b) Análisis comparativo por subcuentas de los gastos de fabricación, de 

administración, de ventas, financieros y otros. 

c) Análisis de contribuciones a cargo del contribuyente o por pagar al cierre del 

ejercicio o en su carácter de retenedor, incluyendo pagos provisionales, 

manifestadas bajo protesta de decir verdad. En el caso de contribuyentes 

personas físicas con actividad empresarial, deberán mencionarse las 

contribuciones causadas por su realización, así como las contribuciones 

provenientes de ingresos distintos de dicha actividad, informando expresamente si 

se obtuvieron otros ingresos, de tal manera que se muestre la contribución 

definitiva por impuesto sobre la renta. 

d) Conciliación entre el resultado contable y fiscal para efectos del impuesto sobre 

la renta. 

e) Conciliación entre los ingresos dictaminados y declarados para efectos del 

impuesto sobre la renta, impuesto al valor agregado e impuesto especial sobre 

producción y servicios. 

f) Conciliación de registros contables con la declaración del ejercicio y con las 

cifras dictaminadas respecto del impuesto al valor agregado. 

g) Análisis de operaciones de comercio exterior. 

h) En el caso de dictamen de consolidación fiscal, informe y análisis de 

operaciones realizadas entre controladora y controladas y empresas relacionadas 

que no consoliden.30 

La información a que se refiere el artículo anterior, deberá reunir los siguientes 

requisitos:  

                                            
30 Ibídem; Artículo 50. 



I. El texto del dictamen relativo a los estados financieros, deberá apegarse a 

alguno de los que haya adoptado la agrupación u organismo profesional de 

contadores públicos reconocido por la Dirección General de Profesiones de la 

Secretaría de Educación Pública, al que esté afiliado el contador público que lo 

emita, debiendo señalar éste el número que le corresponda en el registro a que se 

refiere la fracción I del artículo 52 del Código Fiscal de la Federación. 

II. Los estados financieros básicos, incluyendo sus notas, examinados por el 

contador público registrado, respecto de los cuales emita su dictamen deberán 

presentarse en forma comparativa con el ejercicio inmediato anterior, expresadas 

sus cifras en miles de pesos. En los casos de dictamen para efectos de 

consolidación fiscal, tanto para la empresa que consolida como para las 

consolidadas, las cifras deberán presentarse en millones de pesos. 

III. La información a que se refiere la fracción III del artículo 50 del reglamento en 

comento, deberá expresarse en miles de pesos y deberá contener los índices 

numéricos y conceptos respectivos en base a las reglas generales que al efecto 

expida la secretaría y sujetarse a lo siguiente: 

a) Los análisis comparativos por subcuentas de los gastos de fabricación, 

administración, venta, financieros y otros se referirán a los dos últimos ejercicios 

fiscales. 

b) La relación de contribuciones a cargo del contribuyente o en su carácter de 

retenedor deberá contener: 

1. La descripción de bases, tasas, tarifas o cuotas causadas y el entero de 

contribuciones, detallando las diferencias determinadas, en su caso, en cuanto a 

cada uno de estos conceptos. 

2. Se declarará bajo protesta de decir verdad que la relación incluye todas las 

contribuciones federales a que está obligado; que las únicas obligaciones 

solidarias como retenedor de contribuciones federales son las incluidas; que en el 

ejercicio surtieron efectos las autorizaciones, subsidios, estímulos o exenciones 

que se describen o bien, la mención expresa de que no hubo. 



3. En cuanto al pago del impuesto sobre la renta, deberá mencionarse cualquier 

compensación o acreditamiento efectuado, así como la determinación del 

componente inflacionario de los créditos y de las deudas. 

4. Respecto del impuesto al valor agregado, se deberá incluir la determinación del 

impuesto causado, así como del acreditable del ejercicio a las tasas aplicables. 

Asimismo, mostrará la determinación de las reglas de prorrateo en los casos de 

actos o actividades por los que no se deba pagar el impuesto. 

5. En relación al impuesto especial sobre producción y servicios, también se 

deberá incluir la determinación del impuesto causado, así como del acreditable del 

ejercicio a las tasas aplicables. 

6. En cuanto al impuesto al activo se presentará análisis de la determinación de 

dicho impuesto. 

7. En relación a los impuestos al comercio exterior, se mostrará el importe anual 

causado y pagado. 

8. En cuanto a otras contribuciones federales que se causen por ejercicio, así 

como respecto de las aportaciones de seguridad social, se mostrará la integración 

con cifras aplicables de los anexos de gastos que incluyen dichas cuotas. 

El análisis de las cuotas obrero patronales al Instituto Mexicano del Seguro Social, 

deberá presentarse por los bimestres del ejercicio señalando los ramos de seguro. 

Las contribuciones federales para estos efectos, son los impuestos y aportaciones 

de seguridad social que tengan relación directa con la actividad empresarial del 

contribuyente. 

Tratándose de derechos, sólo se mencionará el retenido por el 5 al millar por 

concepto de inspección y vigilancia de la obra pública, indicando el importe 

retenido al contribuyente y el nombre del retenedor. 

9. Relación de contribuciones por pagar al cierre del ejercicio. 

Este análisis se presentará por cada contribución, indicando su importe, fecha de 

pago, y mencionando, en su caso, cuáles no fueron cubiertas a la fecha del 

informe. 

Si el contribuyente hubiera solicitado y en su caso obtenido autorización para pago 

en parcialidades, deberá anexar fotocopia de la misma. 



10. Análisis de créditos obtenidos del extranjero y otros pagos al extranjero por los 

cuales hubiera correspondido retención y entero de contribuciones. 

11. Prueba global de sueldos que deberá incluir el total de remuneraciones 

cubiertas por el patrón con motivo de la relación de trabajo. Por lo que se refiere al 

Instituto Mexicano del Seguro Social y al Instituto Nacional para el Fondo de 

Vivienda de los Trabajadores, se determinará el monto detallado por concepto que 

sirvió de base para su cálculo. 

12. Por lo que se refiere a las operaciones de comercio exterior se declarará en su 

caso, que los bienes o mercancías de procedencia extranjera que forman parte de 

los inventarios del contribuyente, están debidamente amparadas con 

documentación que comprueba su legal estancia en el país, en caso contrario 

hará constar dentro del dictamen o dentro del informe respectivo cualquier 

incumplimiento a las disposiciones fiscales, señalando lo siguiente: 

A) La determinación del impuesto causado por las importaciones y exportaciones 

de mercancía y/o bienes, haciendo mención de las bases y fechas de pago. 

B) El nombre y número de los agentes aduanales con los cuales trabajó en el 

ejercicio, así como el monto de las operaciones realizadas. 

C) El país de procedencia o destino de las mercancías y/o bienes. 

D) Por lo que se refiere a las exportaciones que haya realizado el contribuyente 

dentro de su ejercicio, deberá hacer la manifestación de que llevó a cabo la 

verificación selectiva de la documentación comprobatoria debidamente 

requisitada. 

c) La conciliación entre el resultado contable y el fiscal para efectos de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta en casos aplicables, incluirá la información y el análisis 

siguientes: 

1. De ingresos fiscales y deducciones contables que se suman. 

2. De ingresos contables y deducciones fiscales que se restan. 

3. La pérdida en la enajenación de acciones que en su caso se tenga. 

4. Determinación por ejercicio de la pérdida fiscal pendiente de disminuir de la 

utilidad fiscal, así como de la aplicación al que se dictamina. 



5. La determinación de deducciones que procedan en el ejercicio que se 

dictamina, provenientes de ejercicios anteriores, se efectuará en los términos de 

este inciso. 

d) La conciliación entre los ingresos dictaminados y los declarados para efectos 

del impuesto sobre la renta y de otras contribuciones federales. 

En la conciliación, en el caso del impuesto especial sobre producción y servicios, 

correspondiente a enajenación, importación o exportación de bienes, cuando se 

deba trasladar expresamente y por separado dicho impuesto, así como en el 

impuesto al valor agregado correspondiente a la enajenación de bienes, 

prestación de servicios y otorgamiento del uso o goce temporal de bienes, los 

montos a conciliar consistirán en el valor de los actos o actividades realizadas en 

los que se deba pagar y trasladar el impuesto en los términos de la ley 

correspondiente, debiéndose señalar también los conceptos de actos o 

actividades por los que no se está obligado al pago o traslado del impuesto, según 

sea el caso, que originen diferencia entre los ingresos gravados por el impuesto 

sobre la renta y el valor de los actos o actividades gravados con el impuesto 

especial sobre producción y servicios o el impuesto al valor agregado, o ambos 

según se trate. 

e) La conciliación de registros contables con la declaración del ejercicio y con las 

cifras dictaminadas respecto del impuesto al valor agregado, se hará de acuerdo 

con lo siguiente: 

1. Se anotará el saldo a favor pendiente de acreditar del ejercicio fiscal inmediato 

anterior. 

2. Se detallará el valor de los actos o actividades realizados a las diferentes tasas 

incluyendo la tasa del 0% y el de los actos o actividades por los que no se está 

obligado al pago de este impuesto. 

3. Se anotará el impuesto al valor agregado causado a las diferentes tasas y se 

sumarán los importes obtenidos. 

4. En relación con el impuesto al valor agregado acreditable del ejercicio, se 

deberá anotar el impuesto trasladado al contribuyente, el pagado en aduanas por 



importación de bienes tangibles y el que se pagó por otras importaciones, y se 

obtendrá el subtotal de este impuesto. 

5. Al resultado obtenido en el inciso anterior se le restará el impuesto al valor 

agregado correspondiente a los gastos realizados con motivo de importaciones, en 

los casos en que conforme a la ley de la materia no sean acreditables, a las 

inversiones o gastos referentes a periodos preoperativos y a los gastos e 

inversiones correspondientes a los actos o actividades por los que no se está 

obligado al pago del impuesto y, en su caso, el impuesto al valor agregado 

compensado contra otros impuestos, y 

6. La información anterior dará como resultado el importe total del impuesto del 

ejercicio a cargo o del saldo a favor del contribuyente. 

f) Las sociedades controladoras que consolidan resultado fiscal, presentarán la 

siguiente información: 

1. Respecto a las sociedades controladas: 

A) Denominación social de cada una. 

B) Utilidad o pérdida fiscal individual. 

C) Porciento de participación directa o indirecta de la controladora en el capital 

social de las controladas, durante el ejercicio. 

D) Promedio por día de dicha participación. 

E) Conceptos especiales de consolidación que se suman, especificando en los 

casos de fusión o escisión. 

F) Conceptos especiales de consolidación que se restan, especificando en los 

casos de fusión o escisión. 

G) Modificaciones a los conceptos especiales de consolidación por variación en la 

participación accionaria de la controladora en el capital social de las controladas. 

H) Utilidad o pérdidas de ejercicios anteriores. 

I) En los casos de desincorporación de sociedades deberán señalarse los 

conceptos especiales de consolidación que se suman y/o restan, así como las 

pérdidas de ejercicios anteriores de la sociedad que se desincorpora. 

2. Utilidad o pérdida fiscal consolidada y resultado fiscal consolidado. 

3. Impuesto correspondiente al resultado fiscal consolidado. 



A) Pagos provisionales consolidados. 

B) Impuesto acreditable. 

C) Pagado del extranjero. 

D) Pagado con motivo de la desincorporación de entidades. 

E) Retenido a controladoras o controladas. 

4. Pérdidas fiscales de controladas extranjeras y aplicación de las pérdidas 

fiscales contra utilidad fiscal. 

g) Tratándose de sociedades que se escindan se presentará la siguiente 

información: 

1. Relación relativa al porcentaje de participación accionaria de cada accionista 

correspondiente al año anterior al de la fecha de la escisión, así como el número, 

valor y naturaleza de las acciones que conforman el capital social de la sociedad 

escindente. 

2. Relación de los accionistas de las sociedades escindidas y de la escindente, en 

el caso de que esta última subsista, en la que se señale el número, valor y 

naturaleza de las acciones que conforman el capital social de dichas sociedades 

con motivo de la escisión. 

3. Estado de posición financiera de la sociedad escindente a la fecha de la 

escisión. 

4. Relación que contenga la distribución de los activos, pasivos y capital 

transmitidos con motivo de la escisión. 

La información a que se refieren los subincisos 3 y 4 de este inciso, únicamente se 

presentará en el dictamen siguiente a la fecha de la escisión de sociedades. 

h) Tratándose de sociedades que se fusionen se presentará la siguiente 

información: 

1. Relación de los accionistas de la sociedad que surja o subsista con motivo de la 

fusión, indicando su participación accionaria a la fecha en que se realizó la fusión, 

así como el número, valor nominal y naturaleza de las acciones que conforman el 

capital social. 

2. Relación al término de cada uno de los tres ejercicios siguientes al de la fusión, 

de los accionistas de la sociedad que surja o subsista con motivo de la misma, 



indicando su participación accionaria, así como el número, valor nominal y 

naturaleza de las acciones que conforman el capital social. 

IV. Deberá adherirse a los discos magnéticos flexibles una etiqueta con la 

siguiente información: 

a) Registro federal de contribuyentes y firma del contribuyente o de su 

representante legal. 

b) Ejercicio que se dictamina. 

c) Número de registro y firma del contador público que emite el dictamen. 

d) Número de serie del disco. 

e) Número secuencial del disco.31 

Estará impedido para dictaminar sobre los estados financieros de un 

contribuyente por afectar su independencia e imparcialidad, el contador público 

registrado que:  

I. Sea cónyuge, pariente por consanguinidad o civil en línea recta sin limitación de 

grado, transversal dentro del cuarto y por afinidad dentro del segundo, del 

propietario o socio principal de la empresa o de algún director, administrador o 

empleado que tenga intervención importante en la administración. 

II. Sea o haya sido en el ejercicio fiscal que dictamina, director, miembro del 

consejo de administración, administrador o empleado del contribuyente o de una 

empresa afiliada, subsidiaria o que esté vinculada económica o 

administrativamente a él, cualquiera que sea la forma como se le designe y se le 

retribuyan sus servicios. 

El comisario de la sociedad no se considerará impedido para dictaminar, salvo que 

concurra otra causal de las que se mencionan en este artículo. 

III. Tenga o haya tenido en el ejercicio fiscal que dictamine, alguna injerencia o 

vinculación económica en los negocios del contribuyente que le impida mantener 

su independencia e imparcialidad. 

IV. Reciba, por cualquier circunstancia o motivo, participación directa en función 

de los resultados de su auditoría o emita su dictamen relativo a los estados 
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financieros del contribuyente en circunstancias en las cuales su emolumento 

dependa del resultado del mismo. 

V. Sea agente o corredor de bolsa de valores en ejercicio. 

VI. Sea funcionario o empleado del Gobierno Federal, de las entidades federativas 

coordinadas en materia de contribuciones federales o de un organismo 

descentralizado competente para determinar contribuciones. 

VII. Se encuentre vinculado en cualquier otra forma con el contribuyente, que le 

impida independencia e imparcialidad de criterio.32 

 

1.13. Procedimiento para  la presentación de declaración  o avisos. 

 

Cuando las disposiciones fiscales señalen la obligación de presentar avisos ante 

las autoridades fiscales, salvo que dichas disposiciones señalen una regla 

diferente, éstos deberán presentarse ante la autoridad recaudadora que 

corresponda.  

Los avisos deberán presentarse conjuntamente con la declaración del ejercicio 

del impuesto sobre la renta, a menos que en las disposiciones respectivas se 

establezca un plazo distinto para hacerlo o cuando no exista obligación de 

presentar dicha declaración; en este último caso, la presentación deberá 

efectuarse dentro de los 15 días siguientes a aquel en que se realice la situación 

jurídica o de hecho que lo motive. 

Tratándose de avisos relacionados con aportaciones de seguridad social, si en 

las disposiciones respectivas no se establece plazo para presentarlos, la 

presentación deberá efectuarse dentro de los 15 días siguientes a aquel en que se 

realice la situación jurídica o de hecho que lo motive. 

Los contribuyentes quedarán relevados de la obligación de presentar los avisos 

cuando así se señale expresamente al aprobar la forma oficial de la declaración, 

que incluya la información requerida por el aviso de que se trate.33 

Las personas físicas o morales obligadas a solicitar su inscripción en el Registro 

Federal de Contribuyentes en los términos del artículo 27 del código, deberán 

                                            
32 Ibídem; Artículo 53. 
33 Ibídem; Artículo 3o. 



presentar su solicitud de inscripción, en la cual, tratándose de sociedades 

mercantiles, señalarán el nombre de la persona a quien se haya conferido la 

administración única, dirección general o gerencia general, cualquiera que sea el 

nombre del cargo con que se le designe. Asimismo, las personas físicas o morales 

presentarán, en su caso, los avisos siguientes:  

I. Cambio de denominación o razón social. 

II. Cambio de domicilio fiscal. 

III. Aumento o disminución de obligaciones, suspensión o reanudación de 

actividades. 

IV. Liquidación o apertura de sucesión. 

V. Cancelación en el Registro Federal de Contribuyentes. 

Asimismo, presentarán aviso de apertura o cierre de establecimientos o de locales 

que se utilicen como base fija para el desempeño de servicios personales 

independientes, en los términos del artículo 24 de este reglamento.34 

Para los efectos de la fracción I del artículo 14 de este reglamento, el aviso de 

cambio de denominación o razón social, deberá presentarse ante la autoridad 

recaudadora correspondiente dentro del mes siguiente al día siguiente en que se 

firme la escritura.35 

Se presentarán los avisos a que se refiere la fracción III del artículo 14 del 

Reglamento del Código Fiscal de la Federación, en los siguientes supuestos:  

I. De aumento, cuando se esté obligado a presentar declaraciones periódicas 

distintas de las que se venían presentando. 

II. De disminución, cuando se deje de estar sujeto a cumplir con alguna o algunas 

obligaciones periódicas y se deba seguir presentando declaración por otros 

conceptos. 

III. De suspensión, cuando el contribuyente interrumpa las actividades por las 

cuales está obligado a presentar declaraciones o pagos periódicos, siempre y 

cuando no deba cumplir con otras obligaciones fiscales de pago, por sí mismo o 

por cuenta de terceros. En este último caso, el aviso que deberá presentar es el 

establecido en la fracción anterior. 
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No será necesario dar este aviso, cuando se tengan que presentar los avisos de 

liquidación, sucesión o de cancelación a que se refieren las fracciones IV y V del 

artículo 14 del reglamento en comento. 

Además deberá estarse a lo siguiente: 

a) Este aviso, durante su vigencia, libera al contribuyente de la obligación de 

presentar declaraciones periódicas, excepto tratándose de las del ejercicio en que 

interrumpa sus actividades y cuando se trate de contribuciones causadas aún no 

cubiertas o de declaraciones correspondientes a periodos anteriores a la fecha de 

inicio de la suspensión de actividades; 

b) Durante el periodo de suspensión de actividades, el contribuyente no queda 

relevado de dar los demás avisos previstos en este reglamento. 

c) Los contribuyentes que reanuden actividades, no podrán presentar dentro del 

mismo ejercicio fiscal nuevo aviso de suspensión. 

d) El aviso de suspensión a que se refiere esta disposición deberá presentarse 

ante la autoridad recaudadora correspondiente a más tardar en la fecha en que el 

contribuyente hubiere estado obligado a presentar declaración en caso de haber 

realizado actividades. 

IV. De reanudación, cuando se vuelva a estar obligado a presentar alguna de las 

declaraciones periódicas, debiendo presentarse conjuntamente con la primera de 

éstas. 

El aviso de aumento o disminución de obligaciones fiscales deberá presentarse 

ante la autoridad recaudadora correspondiente, dentro del mes siguiente al día en 

que se realicen las situaciones jurídicas o de hecho que los motiven. 

Cuando la disminución de obligaciones se origine debido a que ya no se tiene 

obligación de presentar la declaración anual que señala el título IV de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, se presentará el aviso a que se refiero con antelación. 

Para los efectos de las fracciones I y II de antes citadas, se considera que no hay 

aumento o disminución de obligaciones fiscales cuando se modifiquen los 

formularios en que deban presentarse las declaraciones o cuando por disposición 

legal se modifiquen los plazos para efectuar pagos.36 
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Se presentará el aviso de liquidación o sucesión a que se refiere la fracción IV del 

artículo 14 de este reglamento en los siguientes casos:  

I. Liquidación de sociedades. El aviso deberá darse ante la autoridad recaudadora 

correspondiente, dentro del mes siguiente al día en que se inicie el procedimiento 

de liquidación. 

II. Sucesión, en el caso de que una persona obligada a presentar declaraciones 

periódicas fallezca. El aviso deberá ser presentado por el representante legal de la 

sucesión dentro del mes siguiente al día en que se acepte el cargo, a la misma 

autoridad ante la cual el autor de la sucesión venía presentando declaraciones 

periódicas. No se estará obligado a presentar aviso cuando la persona que 

fallezca, hubiera estado obligado a presentar declaración periódica únicamente 

por servicios personales. 

El aviso de cancelación del registro federal de contribuyentes a que se refiere la 

fracción V del artículo 14 del reglamento en comento, deberá presentarse 

conforme a las siguientes reglas:  

I. Los contribuyentes del impuesto sobre la renta en los términos del título II o II-A 

de la ley de la materia, deberán presentar el aviso conjuntamente con la 

declaración final de la liquidación total del activo del negocio señalado en el 

artículo 11 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

En los casos de fusión de sociedades la que subsista o resulte de la fusión 

presentará el aviso por las sociedades que desaparezcan, junto con la última 

declaración a que se refiere la fracción VIII del artículo 58 de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta; la sociedad acompañará constancia de que la fusión ha quedado 

inscrita en el registro público correspondiente de la entidad federativa de que se 

trate. 

En los casos de escisión de sociedades, cuando se extinga la escindente, la 

escindida que se designe en el acuerdo de escisión presentará el aviso por dicha 

escindente, junto con la última declaración del impuesto sobre la renta a que se 

refiere el primer párrafo de la fracción VIII del artículo 58 de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta a cargo de la propia escindente. 



II. Las personas morales no comprendidas en la fracción anterior, presentarán el 

aviso junto con la última declaración del impuesto sobre la renta a que estén 

obligadas. 

III. El representante legal de la sucesión de personas obligadas a presentar 

declaraciones periódicas, que haya estado obligado a presentar el aviso a que se 

refiere la fracción II del artículo que antecede, presentará el aviso de cancelación 

del registro federal de contribuyentes del autor de la sucesión, dentro del mes 

siguiente al día en que haya dado por finalizada la liquidación de la sucesión, a la 

autoridad ante la cual el autor de la herencia venía presentando declaraciones 

periódicas. Cuando no se esté obligado a presentar el aviso de sucesión en los 

términos de la fracción II del artículo anterior, se presentará el de cancelación a 

que se refiere este artículo el cual podrá presentarse por terceros interesados.37 

El aviso de apertura o cierre de establecimientos o de locales que se utilicen como 

base fija para el desempeño de servicios personales independientes, deberá 

presentarse ante la autoridad recaudadora en cuya circunscripción territorial se 

encuentre ubicado el establecimiento o local, dentro del mes siguiente al día en 

que se realice cualquiera de estos hechos.38 

 

1.14. Multas. 

 

Son aprovechamientos los ingresos que percibe el Estado por funciones de 

derecho público distintos de las contribuciones, de los ingresos derivados de 

financiamientos y de los que obtengan los organismos descentralizados y las 

empresas de participación estatal.  

Los recargos, las sanciones, los gastos de ejecución y la indemnización a que se 

refiere el séptimo párrafo del artículo 21 del Código Fiscal de la Federación, que 

se apliquen en relación con aprovechamientos, son accesorios de éstos y 

participan de su naturaleza. 

Los aprovechamientos por concepto de multas impuestas por infracciones a las 

disposiciones legales o reglamentarias que no sean de carácter fiscal, podrán ser 
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destinados a cubrir los gastos de operación e inversión de las dependencias 

encargadas de aplicar o vigilar el cumplimiento de las disposiciones cuya 

infracción dio lugar a la imposición de la multa, cuando dicho destino específico 

así lo establezcan las disposiciones jurídicas aplicables. 

Son productos las contraprestaciones por los servicios que preste el Estado en 

sus funciones de derecho privado, así como por el uso, aprovechamiento o 

enajenación de bienes del dominio privado.39 

La autoridad administrativa competente, para hacer cumplir sus determinaciones 

podrá emplear indistintamente, cualquiera de las siguientes medidas de apremio: 

I.- Multa, por el equivalente a entre treinta y sesenta días de salario mínimo 

general vigente en el 

momento y en el lugar donde se realizó la conducta que motivo el medio de 

apremio; 

II.- Auxilio de la Fuerza Pública, y 

III.- Arresto hasta por treinta y seis horas inconmutable. 

Si resultaran insuficientes las medidas de apremio se procederá contra el rebelde 

por el delito de 

desobediencia y resistencia de particulares.40 

La aplicación de las multas, por infracciones a las disposiciones fiscales, se hará 

independientemente de que se exija el pago de las contribuciones respectivas y 

sus demás accesorios, así como de las penas que impongan las autoridades 

judiciales cuando se incurra en responsabilidad penal.  

Cuando las multas no se paguen en la fecha establecida en las disposiciones 

fiscales, el monto de las mismas se actualizará desde el mes en que debió 

hacerse el pago y hasta que el mismo se efectúe, en los términos del artículo 17-A 

de este Código. 

Para efectuar el pago de las cantidades que resulten en los términos de este 

artículo, las mismas se ajustarán de conformidad con el antepenúltimo párrafo del 

artículo 20 del Código Fiscal de la Federación. 
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Las multas que este Capítulo establece en por cientos o en cantidades 

determinadas entre una mínima y otra máxima, que se deban aplicar a los 

contribuyentes cuyos ingresos en el ejercicio inmediato anterior al en que se aplica 

la multa no hayan excedido de $1,967,870.00, se considerarán reducidas en un 

50%, salvo que en el precepto en que se establezcan se señale expresamente 

una multa menor para estos contribuyentes. 

Cuando la multa aplicable a una misma conducta infraccionada, sea modificada 

posteriormente mediante reforma al precepto legal que la contenga, las 

autoridades fiscales aplicarán la multa que resulte menor entre la existente en el 

momento en que se cometió la infracción y la multa vigente en el momento de su 

imposición.41 

No se impondrán multas cuando se cumplan en forma espontánea las 

obligaciones fiscales fuera de los plazos señalados por las disposiciones fiscales o 

cuando se haya incurrido en infracción a causa de fuerza mayor o de caso fortuito. 

Se considerará que el cumplimiento no es espontáneo en el caso de que:  

I. La omisión sea descubierta por las autoridades fiscales. 

II. La omisión haya sido corregida por el contribuyente después de que las 

autoridades fiscales hubieren notificado una orden de visita domiciliaria, o haya 

mediado requerimiento o cualquier otra gestión notificada por las mismas, 

tendientes a la comprobación del cumplimiento de disposiciones fiscales. 

III. La omisión haya sido subsanada por el contribuyente con posterioridad a los 

diez días siguientes a la presentación del dictamen de los estados financieros de 

dicho contribuyente formulado por contador público ante el Servicio de 

Administración Tributaria, respecto de aquellas contribuciones omitidas que 

hubieren sido observadas en el dictamen. 

Siempre que se omita el pago de una contribución cuya determinación 

corresponda a los funcionarios o empleados públicos o a los notarios o corredores 

titulados, los accesorios serán a cargo exclusivamente de ellos, y los 

contribuyentes sólo quedarán obligados a pagar las contribuciones omitidas. Si la 

infracción se cometiere por inexactitud o falsedad de los datos proporcionados por 
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los contribuyentes a quien determinó las contribuciones, los accesorios serán a 

cargo de los contribuyentes.42 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público podrá condonar las multas por 

infracción a las disposiciones fiscales, inclusive las determinadas por el propio 

contribuyente, para lo cual apreciará discrecionalmente las circunstancias del caso 

y, en su caso, los motivos que tuvo la autoridad que impuso la sanción.  

La solicitud de condonación de multas en los términos de este artículo, no 

constituirá instancia y las resoluciones que dicte la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público al respecto no podrán ser impugnadas por los medios de defensa 

que establece el Código Fiscal de la Federación. 

La solicitud dará lugar a la suspensión del procedimiento administrativo de 

ejecución, si así se pide y se garantiza el interés fiscal. 

Sólo procederá la condonación de multas que hayan quedado firmes y siempre 

que un acto administrativo conexo no sea materia de impugnación. 

Dentro de los límites fijados por el Código referido, las autoridades fiscales al 

imponer multas por la comisión de las infracciones señaladas en las leyes 

fiscales, incluyendo las relacionadas con las contribuciones al comercio exterior, 

deberán fundar y motivar su resolución y tener en cuenta lo siguiente:  

I. Se considerará como agravante el hecho de que el infractor sea reincidente. Se 

da la reincidencia cuando: 

a) Tratándose de infracciones que tengan como consecuencia la omisión en el 

pago de contribuciones, incluyendo las retenidas o recaudadas, la segunda o 

posteriores veces que se sancione al infractor por la comisión de una infracción 

que tenga esa consecuencia. 

b) Tratándose de infracciones que no impliquen omisión en el pago de 

contribuciones, la segunda o posteriores veces que se sancione al infractor por la 

comisión de una infracción establecida en el mismo artículo y fracción del Código 

referido.  
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Cuando por un acto o una omisión se infrinjan diversas disposiciones fiscales de 

carácter formal a las que correspondan varias multas, sólo se aplicará la que 

corresponda a la infracción cuya multa sea mayor. 

Asimismo, cuando por un acto o una omisión se infrinjan diversas disposiciones 

fiscales que establezcan obligaciones formales y se omita total o parcialmente el 

pago de contribuciones, a las que correspondan varias multas, sólo se aplicará la 

que corresponda a la infracción cuya multa sea mayor. 

Tratándose de la presentación de declaraciones o avisos cuando por diferentes 

contribuciones se deba presentar una misma forma oficial y se omita hacerlo por 

alguna de ellas, se aplicará una multa por cada contribución no declarada u 

obligación no cumplida.  

En el caso de que la multa se pague dentro de los 45 días siguientes a la fecha en 

que surta efectos la notificación al infractor de la resolución por la cual se le 

imponga la sanción, la multa se reducirá en un 20% de su monto, sin necesidad 

de que la autoridad que la impuso dicte nueva resolución. Lo dispuesto en esta 

fracción no será aplicable tratándose de la materia aduanera, ni cuando se 

presente el supuesto de disminución de la multa previsto en el séptimo párrafo del 

artículo 76 de este ordenamiento, así como el supuesto previsto en el artículo 78, 

de este Código.43 

 

1.15. Infracciones de usuarios de los servicios y cuentahabientes. 

 

Son infracciones de los usuarios de los servicios, así como de los cuentahabientes 

de las instituciones de crédito a que se refiere el último párrafo del artículo 30-A 

del Código Fiscal de la Federación, la omisión total o parcial de la obligación de 

proporcionar la información relativa a su nombre, denominación o razón social, 

domicilio, clave del registro federal de contribuyentes o los datos que se requieran 

para formar dicha clave o la que la sustituya, que les soliciten los prestadores de 
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servicios y las instituciones de crédito, así como proporcionar datos incorrectos o 

falsos. 44  

 

1.16. Procedimiento administrativo ejecución. 

 

Las autoridades fiscales exigirán el pago de los créditos fiscales que no hubieren 

sido cubiertos o garantizados dentro de los plazos señalados por la Ley, mediante 

procedimiento administrativo de ejecución.  

Se podrá practicar embargo precautorio, sobre los bienes o la negociación del 

contribuyente, para asegurar el interés fiscal, cuando el crédito fiscal no sea 

exigible pero haya sido determinado por el contribuyente o por la autoridad en el 

ejercicio de sus facultades de comprobación, cuando a juicio de ésta exista peligro 

inminente de que el obligado realice cualquier maniobra tendiente a evadir su 

cumplimiento. En este caso, la autoridad trabará el embargo. 

La autoridad que practique el embargo precautorio levantará acta circunstanciada 

en la que precise las razones del embargo. 

La autoridad requerirá al obligado para que dentro del término de 10 días desvirtúe 

el monto por el que se realizó el embargo. El embargo quedará sin efecto cuando 

el contribuyente cumpla con el requerimiento. Transcurrido el plazo antes 

señalado, sin que el obligado hubiera desvirtuado el monto del embargo 

precautorio, éste quedará firme. 

El embargo precautorio practicado antes de la fecha en que el crédito fiscal sea 

exigible, se convertirá en definitivo al momento de la exigibilidad de dicho crédito 

fiscal y se aplicará el procedimiento administrativo de ejecución. 

Si el particular garantiza el interés fiscal en los términos del artículo 141 del 

Código Fiscal de la Federación, se levantará el embargo. 

Son aplicables al embargo precautorio a que se refiere este artículo y al previsto 

por el artículo 41, fracción II del referido Código, las disposiciones establecidas 
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para el embargo y para la intervención en el procedimiento administrativo de 

ejecución que, conforme a su naturaleza, le sean aplicables.45 

Las autoridades fiscales podrán decretar el aseguramiento de los bienes o la 

negociación del contribuyente cuando:  

I. El contribuyente se oponga u obstaculice la iniciación o desarrollo de las 

facultades de comprobación de las autoridades fiscales o no se pueda notificar su 

inicio por haber desaparecido o por ignorarse su domicilio. 

II. Después de iniciadas las facultades de comprobación, el contribuyente 

desaparezca o exista riesgo inminente de que oculte, enajene o dilapide sus 

bienes. 

III. El contribuyente se niegue a proporcionar la contabilidad que acredite el 

cumplimiento de las disposiciones fiscales, a que se está obligado. 

IV. Se realicen visitas a contribuyentes con locales, puestos fijos o semifijos en la 

vía pública y dichos contribuyentes no puedan demostrar que se encuentran 

inscritos en el registro federal de contribuyentes, ni exhibir los comprobantes que 

amparen la legal posesión o propiedad de las mercancías que vendan en esos 

lugares. Una vez inscrito el contribuyente en el citado registro y acreditada la 

posesión o propiedad de la mercancía, se levantará el aseguramiento realizado. 

V. Se detecten envases o recipientes que contengan bebidas alcohólicas sin que 

tengan adheridos marbetes o precintos o bien no se acredite la legal posesión de 

los marbetes o precintos, se encuentren alterados o sean falsos. 

En los casos anteriores, la autoridad que practique el aseguramiento deberá 

levantar acta circunstanciada en la que precise las razones para hacerlo. 

El aseguramiento precautorio quedará sin efectos si la autoridad no emite, dentro 

de los plazos a que se refieren los artículos 46-A y 48 del Código Fiscal de la 

Federación en el caso de las fracciones II, III y V y de 18 meses en el de las 

fracciones I y IV, contados desde la fecha en que fue practicado, resolución en la 

que determine créditos fiscales. Si dentro de los plazos señalados la autoridad 

determina algún crédito, dejará de surtir efectos el aseguramiento precautorio y se 

proseguirá el procedimiento administrativo de ejecución conforme a las 
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disposiciones de este Capítulo, debiendo dejar constancia de la resolución y de la 

notificación de la misma en el expediente de ejecución.46 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público podrá cancelar créditos fiscales en 

las cuentas públicas, por incosteabilidad en el cobro o por insolvencia del deudor o 

de los responsables solidarios.  

Se consideran créditos de cobro incosteable, aquéllos cuyo importe sea inferior o 

igual al equivalente en moneda nacional a 200 unidades de inversión, aquéllos 

cuyo importe sea inferior o igual al equivalente en moneda nacional a 20,000 

unidades de inversión y cuyo costo de recuperación rebase el 75% del importe del 

crédito, así como aquéllos cuyo costo de recuperación sea igual o mayor a su 

importe. 

Se consideran insolventes los deudores o los responsables solidarios cuando no 

tengan bienes embargables para cubrir el crédito o éstos ya se hubieran realizado, 

cuando no se puedan localizar o cuando hubieran fallecido sin dejar bienes que 

puedan ser objeto del procedimiento administrativo de ejecución. 

Cuando el deudor tenga dos o más créditos a su cargo, todos ellos se sumarán 

para determinar si se cumplen los requisitos señalados. Los importes a que se 

refiere el segundo párrafo de este artículo, se determinarán de conformidad con 

las disposiciones aplicables. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público dará a conocer las reglas de carácter 

general para la aplicación de lo anterior. 

La cancelación de los créditos a que se refiere este artículo no libera de su pago.47 

Tratándose de contribuyentes que se encuentren sujetos a un procedimiento de 

concurso mercantil, las autoridades fiscales podrán condonar parcialmente los 

créditos fiscales relativos a contribuciones que debieron pagarse con anterioridad 

a la fecha en que se inicie el procedimiento de concurso mercantil, siempre que el 

comerciante haya celebrado convenio con sus acreedores en los términos de la 

Ley respectiva y de acuerdo con lo siguiente:   

I. Cuando el monto de los créditos fiscales represente menos del 60% del total de 

los créditos reconocidos en el procedimiento concursal, la condonación no 
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excederá del beneficio mínimo de entre los otorgados por los acreedores que, no 

siendo partes relacionadas, representen en conjunto cuando menos el 50% del 

monto reconocido a los acreedores no fiscales.  

II. Cuando el monto de los créditos fiscales represente más del 60% del total de 

los créditos reconocidos en el procedimiento concursal, la condonación, 

determinada en los términos del inciso anterior, no excederá del monto que 

corresponda a los accesorios de las contribuciones adeudadas. 

La autorización de condonación deberá sujetarse a los requisitos y lineamientos 

que establezca el reglamento del Código Fiscal de la Federación.48 

Cuando en el procedimiento administrativo de ejecución concurran contra un 

mismo deudor, el fisco federal con los fiscos locales fungiendo como autoridad 

federal de conformidad con los convenios de coordinación fiscal y con los 

organismos descentralizados que sean competentes para cobrar coactivamente 

contribuciones de carácter federal, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 

iniciará o continuará, según sea el caso, el procedimiento administrativo de 

ejecución por todos los créditos fiscales federales omitidos.  

El producto obtenido en los términos de este artículo, se aplicará a cubrir los 

créditos fiscales en el orden siguiente: 

I. Los gastos de ejecución. 

II. Los accesorios de las aportaciones de seguridad social. 

III. Las aportaciones de seguridad social. 

IV. Los accesorios de las demás contribuciones y otros créditos fiscales. 

V. Las demás contribuciones y otros créditos fiscales.49 

Las autoridades fiscales, para hacer efectivo un crédito fiscal exigible y el importe 

de sus accesorios legales, requerirán de pago al deudor y, en caso de que éste no 

pruebe en el acto haberlo efectuado, procederán de inmediato como sigue:   

I. A embargar bienes suficientes para, en su caso, rematarlos, enajenarlos fuera 

de subasta o adjudicarlos en favor del fisco. 
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II. A embargar negociaciones con todo lo que de hecho y por derecho les 

corresponda, a fin de obtener, mediante la intervención de ellas, los ingresos 

necesarios que permitan satisfacer el crédito fiscal y los accesorios legales. 

El embargo de bienes raíces, de derechos reales o de negociaciones de cualquier 

género se inscribirá en el registro público que corresponda en atención a la 

naturaleza de los bienes o derechos de que se trate. 

Cuando los bienes raíces, derechos reales o negociaciones queden comprendidos 

en la jurisdicción de dos o más oficinas del registro público que corresponda, en 

todas ellas se inscribirá el embargo. 

Si la exigibilidad se origina por cese de la prórroga, o de la autorización para pagar 

en parcialidades, por error aritmético en las declaraciones o por situaciones 

previstas en la fracción I del artículo 41 del Código Fiscal de la Federación, el 

deudor podrá efectuar el pago dentro de los seis días hábiles siguientes a la fecha 

en que surta sus efectos la notificación del requerimiento.50 

El ejecutor designado por el jefe de la oficina exactora se constituirá en el domicilio 

del deudor y deberá identificarse ante la persona con quien se practicará la 

diligencia de requerimiento de pago y de embargo de bienes, con intervención de 

la negociación en su caso, cumpliendo las formalidades que se señalan para las 

notificaciones personales en el artículo 137 del Código citado. De esta diligencia 

se levantará acta pormenorizada de la que se entregará copia a la persona con 

quien se entienda la misma. El acta deberá llenar los requisitos a que se refiere el 

artículo 38 de este ordenamiento.  

Si la notificación del crédito fiscal adeudado o del requerimiento, en su caso, se 

hizo por edictos, la diligencia se entenderá con la autoridad municipal o local de la 

circunscripción de los bienes, salvo que en el momento de iniciarse la diligencia 

compareciere el deudor, en cuyo caso se entenderá con él. 

En el caso de actos de inspección y vigilancia, se procederá al aseguramiento de 

los bienes cuya importación debió ser manifestada a las autoridades fiscales o 
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autorizada por éstas, siempre que quien practique la inspección esté facultado 

para ello en la orden respectiva.51 

Los bienes o negociaciones embargados se podrán dejar bajo la guarda del o de 

los depositarios que se hicieren necesarios. Los jefes de las oficinas ejecutoras, 

bajo su responsabilidad, nombrarán y removerán libremente a los depositarios, 

quienes desempeñarán su cargo conforme a las disposiciones legales. Cuando se 

efectúe la remoción del depositario, éste deberá poner a disposición de la 

autoridad ejecutora los bienes que fueron objeto de la depositaría, pudiendo ésta 

realizar la sustracción de los bienes para depositarlos en almacenes bajo su 

resguardo o entregarlos al nuevo depositario.  

En los embargos de bienes raíces o de negociaciones, los depositarios tendrán el 

carácter de administradores o de interventores con cargo a la caja, según el caso, 

con las facultades y obligaciones señaladas en los artículos 165, 166 y 167 del 

Código Fiscal de la Federación.La responsabilidad de los depositarios cesará con 

la entrega de los bienes embargados a satisfacción de las autoridades fiscales. 

El depositario será designado por el ejecutor cuando no lo hubiere hecho el jefe de 

la oficina exactora, pudiendo recaer el nombramiento en el ejecutado.52 

La persona con quien se entienda la diligencia de embargo, tendrá derecho a 

señalar los bienes en que éste se deba trabar, siempre que los mismos sean de 

fácil realización o venta, sujetándose al orden siguiente:  

I. Dinero, metales preciosos y depósitos bancarios. 

II. Acciones, bonos, cupones vencidos, valores mobiliarios y en general créditos de 

inmediato y fácil cobro a cargo de entidades o dependencias de la Federación, 

Estados y Municipios y de instituciones o empresas de reconocida solvencia. 

III. Bienes muebles no comprendidos en las fracciones anteriores. 

IV. Bienes inmuebles. En este caso, el deudor o la persona con quien se entienda 

la diligencia deberá manifestar, bajo protesta de decir verdad, si dichos bienes 

reportan cualquier gravamen real, embargo anterior, se encuentran en 

copropiedad o pertenecen a sociedad conyugal alguna. 
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La persona con quien se entienda la diligencia de embargo podrá designar dos 

testigos, y si no lo hiciere o al terminar la diligencia los testigos designados se 

negaren a firmar, así lo hará constar el ejecutor en el acta, sin que tales 

circunstancias afecten la legalidad del embargo.53 

El ejecutor podrá señalar bienes sin sujetarse al orden establecido en el artículo 

anterior, cuando el deudor o la persona con quien se entienda la diligencia:  

I. No señale bienes suficientes a juicio del ejecutor o no haya seguido dicho orden 

al hacer el señalamiento. 

II. Cuando teniendo el deudor otros bienes susceptibles de embargo, señale: 

a) Bienes ubicados fuera de la circunscripción de la oficina ejecutora. 

b) Bienes que ya reporten cualquier gravamen real o algún embargo anterior. 

c) Bienes de fácil descomposición o deterioro o materias inflamables. 

El ejecutor deberá señalar, invariablemente, bienes que sean de fácil realización o 

venta. En el caso de bienes inmuebles, el ejecutor solicitará al deudor o a la 

persona con quien se entienda la diligencia que manifieste bajo protesta de decir 

verdad si dichos bienes reportan cualquier gravamen real, embargo anterior, se 

encuentran en copropiedad o pertenecen a sociedad conyugal alguna. Para estos 

efectos, el deudor o la persona con quien se entienda la diligencia deberá 

acreditar fehacientemente dichos hechos dentro de los 15 días siguientes a aquél 

en que se inició la diligencia correspondiente, haciéndose constar esta situación 

en el acta que se levante o bien, su negativa.54 

Cuando las autoridades fiscales embarguen negociaciones, el depositario 

designado tendrá el carácter de interventor con cargo a la caja o de administrador.  

En la intervención de negociaciones será aplicable, en lo conducente, las 

secciones del capítulo relativo del Código Fiscal de la Federación.55 

La enajenación de bienes embargados, procederá:  

I. A partir del día siguiente a aquel en que se hubiese fijado la base en los 

términos del artículo 175 del Código Fiscal de la Federación. 
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II. En los casos de embargo precautorio a que se refiere el artículo 145 de ese 

Código, cuando los créditos se hagan exigibles y no se paguen al momento del 

requerimiento. 

III. Cuando el embargado no proponga comprador dentro del plazo a que se 

refiere la fracción I del artículo 192 de este Código. 

IV. Al quedar firme la resolución confirmatoria del acto impugnado, recaída en los 

medios de defensa que se hubieren hecho valer.56 

La base para enajenación de los bienes inmuebles embargados será el de avalúo 

y para negociaciones, el avalúo pericial, ambos conforme a las reglas que 

establezca el reglamento de este Código y en los demás casos, la que fijen de 

común acuerdo la autoridad y el embargado, en un plazo de seis días contados a 

partir de la fecha en que se hubiera practicado el embargo. A falta de acuerdo, la 

autoridad practicará avalúo pericial. En todos los casos, la autoridad notificará 

personalmente al embargado el avalúo practicado.  

El embargado o terceros acreedores que no estén conformes con la valuación 

hecha, podrán hacer valer el recurso de revocación a que se refiere la fracción II, 

inciso d) del artículo 117 de aquél Código, dentro de los diez días siguientes a 

aquel en que surta efectos la notificación a que se refiere el párrafo anterior, 

debiendo designar en el mismo como perito de su parte a cualquiera de los 

valuadores señalados en el Reglamento de ese Código o alguna empresa o 

institución dedicada a la compraventa y subasta de bienes. 

Cuando el embargado o terceros acreedores no interpongan el recurso dentro del 

plazo legal o haciéndolo no designen valuador o habiéndose nombrado perito por 

dichas personas, no se presente el dictamen dentro de los plazos a que se refiere 

el párrafo quinto del artículo 175, se tendrá por aceptado el avalúo hecho por la 

autoridad. 

Cuando del dictamen rendido por el perito del embargado o terceros acreedores 

resulte un valor superior a un 10% al determinado conforme al primer párrafo de 

este artículo, la autoridad exactora designará dentro del término de seis días, un 

perito tercero valuador que será cualquiera de los señalados en el reglamento de 
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ese Código o alguna empresa o institución dedicada a la compraventa y subasta 

de bienes. El avalúo que se fije será la base para la enajenación de los bienes. 

En todos los casos a que se refieren los párrafos que anteceden, los peritos 

deberán rendir su dictamen en un plazo de 10 días si se trata de bienes muebles, 

20 días si son inmuebles y 30 días cuando sean negociaciones, a partir de la 

fecha de su aceptación.57 

 

1.17. Actividades empresariales. 

 

Se entenderá por actividades empresariales las siguientes:  

I. Las comerciales que son las que de conformidad con las leyes federales tienen 

ese carácter y no están comprendidas en las fracciones siguientes. 

II. Las industriales entendidas como la extracción, conservación o transformación 

de materias primas, acabado de productos y la elaboración de satisfactores. 

III. Las agrícolas que comprenden las actividades de siembra, cultivo, cosecha y la 

primera enajenación de los productos obtenidos, que no hayan sido objeto de 

transformación industrial. 

IV. Las ganaderas que son las consistentes en la cría y engorda de ganado, aves 

de corral y animales, así como la primera enajenación de sus productos, que no 

hayan sido objeto de transformación industrial. 

V. Las de pesca que incluyen la cría, cultivo, fomento y cuidado de la reproducción 

de toda clase de especies marinas y de agua dulce, incluida la acuacultura, así 

como la captura y extracción de las mismas y la primera enajenación de esos 

productos, que no hayan sido objeto de transformación industrial. 

VI. Las silvícolas que son las de cultivo de los bosques o montes, así como la cría, 

conservación, restrauración, fomento y aprovechamiento de la vegetación de los 

mismos y la primera enajenación de sus productos, que no hayan sido objeto de 

transformación industrial. 

Se considera empresa la persona física o moral que realice las actividades a que 

se refiere este artículo, ya sea directamente, a través de fideicomiso o por 
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conducto de terceros; por establecimiento se entenderá cualquier lugar de 

negocios en que se desarrollen, parcial o totalmente, las citadas actividades 

empresariales.58 

 

1.18. Operaciones  financieras. 

 

Para los efectos de las disposiciones fiscales, se entiende por operaciones 

financieras derivadas las siguientes:  

I. Aquéllas en las que una de las partes adquiere el derecho o la obligación de 

adquirir o enajenar a futuro mercancías, acciones, títulos, valores, divisas u otros 

bienes fungibles que cotizan en mercados reconocidos, a un precio establecido al 

celebrarlas, o a recibir o a pagar la diferencia entre dicho precio y el que tengan 

esos bienes al momento del vencimiento de la operación derivada, o bien el 

derecho o la obligación a celebrar una de estas operaciones. 

II. Aquéllas referidas a un indicador o a una canasta de indicadores, de índices, 

precios, tasas de interés, tipo de cambio de una moneda, u otro indicador que sea 

determinado en mercados reconocidos, en las que se liquiden diferencias entre su 

valor convenido al inicio de la operación y el valor que tengan en fechas 

determinadas. 

III. Aquéllas en las que se enajenen los derechos u obligaciones asociados a las 

operaciones mencionadas en las fracciones anteriores, siempre que cumplan con 

los demás requisitos legales aplicables. 

Se consideran operaciones financieras derivadas de deuda, aquéllas que estén 

referidas a tasas de interés, títulos de deuda o al Índice Nacional de Precios al 

Consumidor; asimismo, se entiende por operaciones financieras derivadas de 

capital, aquéllas que estén referidas a otros títulos, mercancías, divisas o canastas 

o índices accionarios. Las operaciones financieras derivadas que no se encuadren 

dentro de los supuestos a que se refiere este párrafo, se considerarán de capital o 

de deuda atendiendo a la naturaleza del subyacente.59 
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1.19. Ajustes de interés  en inversión. 

 

Para los efectos de Ley, se consideran intereses, cualquiera que sea el nombre 

con que se les designe, a los rendimientos de créditos de cualquier clase. Se 

entiende que, entre otros, son intereses: los rendimientos de la deuda pública, de 

los bonos u obligaciones, incluyendo descuentos, primas y premios; los premios 

de reportos o de préstamos de valores; el monto de las comisiones que 

correspondan con motivo de apertura o garantía de créditos; el monto de las 

contraprestaciones correspondientes a la aceptación de un aval, del otorgamiento 

de una garantía o de la responsabilidad de cualquier clase, excepto cuando dichas 

contraprestaciones deban hacerse a instituciones de seguros o fianzas; la 

ganancia en la enajenación de bonos, valores y otros títulos de crédito, siempre 

que sean de los que se colocan entre el gran público inversionista, conforme a las 

reglas generales que al efecto expida el Servicio de Administración Tributaria.  

En las operaciones de factoraje financiero, se considerará interés la ganancia 

derivada de los derechos de crédito adquiridos por empresas de factoraje 

financiero y sociedades financieras de objeto múltiple. 

En los contratos de arrendamiento financiero, se considera interés la diferencia 

entre el total de pagos y el monto original de la inversión. 

La cesión de derechos sobre los ingresos por otorgar el uso o goce temporal de 

inmuebles, se considerará como una operación de financiamiento; la cantidad que 

se obtenga por la cesión se tratará como préstamo, debiendo acumularse las 

rentas devengadas conforme al contrato, aun cuando éstas se cobren por el 

adquirente de los derechos. La contraprestación pagada por la cesión se tratará 

como crédito o deuda, según sea el caso, y la diferencia con las rentas tendrá el 

tratamiento de interés. El importe del crédito o deuda generará el ajuste anual por 

inflación en los términos del Capítulo III del Título II de la Ley del Impuesto Sobre 

la Renta, el que será acumulable o deducible, según sea el caso, considerando 

para su cuantificación, la tasa de descuento que se haya tomado para la cesión 

del derecho, el total de las rentas que abarca la cesión, el valor que se pague por 



dichas rentas y el plazo que se hubiera determinado en el contrato, en los 

términos que establezca el Reglamento de esa Ley. 

Cuando los créditos, deudas, operaciones o el importe de los pagos de los 

contratos de arrendamiento financiero, se ajusten mediante la aplicación de 

índices, factores o de cualquier otra forma, inclusive mediante el uso de unidades 

de inversión, se considerará el ajuste como parte del interés. 

Se dará el tratamiento que esta Ley establece para los intereses, a las ganancias 

o pérdidas cambiarias, devengadas por la fluctuación de la moneda extranjera, 

incluyendo las correspondientes al principal y al interés mismo. La pérdida 

cambiaria no podrá exceder de la que resultaría de considerar el tipo de cambio 

para solventar obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en la 

República Mexicana establecido por el Banco de México, que al efecto se publique 

en el Diario Oficial de la Federación, correspondiente al día en que se sufra la 

pérdida. 

Se dará el tratamiento establecido en esta Ley para los intereses, a la ganancia 

proveniente de la enajenación de las acciones de las sociedades de inversión en 

instrumentos de deuda a que se refiere la Ley de Sociedades de Inversión.60 

Para los efectos del artículo anterior, se considerará crédito, el derecho que tiene 

una persona acreedora a recibir de otra deudora una cantidad en numerario, entre 

otros: los derechos de crédito que adquieran las empresas de factoraje financiero, 

las inversiones en acciones de sociedades de inversión en instrumentos de deuda 

y las operaciones financieras derivadas señaladas en la fracción IX del artículo 22 

de la referida Ley.  

No se consideran créditos para los efectos del artículo anterior: 

I. Los que sean a cargo de personas físicas y no provengan de sus actividades 

empresariales, cuando sean a la vista, a plazo menor de un mes o a plazo mayor 

si se cobran antes del mes. Se considerará que son a plazo mayor de un mes, si 

el cobro se efectúa después de 30 días naturales contados a partir de aquél en 

que se concertó el crédito. 
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II. Los que sean a cargo de socios o accionistas, asociantes o asociados en la 

asociación en participación, que sean personas físicas o sociedades residentes en 

el extranjero, salvo que en este último caso, estén denominadas en moneda 

extranjera y provengan de la exportación de bienes o servicios. 

Tampoco se consideran créditos, los que la fiduciaria tenga a su favor con sus 

fideicomitentes o fideicomisarios en el fideicomiso por el que se realicen 

actividades empresariales, que sean personas físicas o sociedades residentes en 

el extranjero, salvo que en este último caso, estén denominadas en moneda 

extranjera y provengan de la exportación de bienes o servicios. 

No será aplicable lo dispuesto en esta fracción, tratándose de créditos otorgados 

por las uniones de crédito a cargo de sus socios o accionistas, que operen 

únicamente con sus socios o accionistas. 

III. Los que sean a cargo de funcionarios y empleados, así como los préstamos 

efectuados a terceros a que se refiere la fracción VIII del artículo 31 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta. 

IV. Los pagos provisionales de impuestos, así como los estímulos fiscales. 

V. Los derivados de las enajenaciones a plazo por las que se ejerza la opción 

prevista en el artículo 18 de esta Ley, de acumular como ingreso el cobrado en el 

ejercicio, a excepción de los derivados de los contratos de arrendamiento 

financiero. Así como cualquier ingreso cuya acumulación esté condicionada a su 

percepción efectiva. 

VI. Las acciones, los certificados de participación no amortizables y los certificados 

de depósito de bienes y en general los títulos de crédito que representen la 

propiedad de bienes, las aportaciones a una asociación en participación, así como 

otros títulos valor cuyos rendimientos no se consideren interés en los términos del 

artículo 9o. de aquella Ley. 

VII. El efectivo en caja. 

Los créditos que deriven de los ingresos acumulables, disminuidos por el importe 

de descuentos y bonificaciones sobre los mismos, se considerarán como créditos 

para los efectos de este artículo, a partir de la fecha en la que los ingresos 

correspondientes se acumulen y hasta la fecha en la que se cobren en efectivo, en 



bienes, en servicios o, hasta la fecha de su cancelación por incobrables. En el 

caso de la cancelación de la operación que dio lugar al crédito, se cancelará la 

parte del ajuste anual por inflación que le corresponda a dicho crédito, en los 

términos que establezca el Reglamento de la Ley referida, siempre que se trate de 

créditos que se hubiesen considerado para dicho ajuste. 

Para los efectos de este artículo, los saldos a favor por contribuciones únicamente 

se considerarán créditos a partir del día siguiente a aquél en el que se presente la 

declaración correspondiente y hasta la fecha en la que se compensen, se 

acrediten o se reciba su devolución, según se trate.61 

 

                                            
61 Ibídem; Artículo 47. 


